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ACCIONANTE: CARLOS HUMBERTO MARTÍNEZ OSPINA Y 976 INTERNOS MÁS DE LA CÁRCEL DE PEREIRA

NIEGA AMPARO


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHOS RECLUSOS DE CARCEL LA 40 / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / PERJUICIO IRREMEDIABLE / SITUACIÓN ESPECIAL POR LA PANDEMIA DEL COVD-19 / DECRETO 546 DE 2020 / PRISIÓN Y DETENCION DOMICILIARIA TRANSITORIA / APLICACIÓN PREFERENTE DE ESTA NORMA.
… frente a los restantes temas que al Tribunal atañe, se dirá desde ya que son múltiples los requerimientos presentados por los internos del EMPS de Pereira, con respecto de los cuales, en principio, la tutela no procede ante la existencia de otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, situación en la cual se debe demostrar la premura y la importancia del auxilio constitucional; es decir, temas frente a los cuales no puede utilizarse la acción de tutela como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley…
Se observa en ese sentido que la jurisprudencia constitucional es contundente al señalar que el carácter subsidiario y residual de la acción constitucional significa que solo es procedente de manera supletoria, esto es, cuando no existan otros mecanismos de defensa judicial a los cuales se pueda acudir, o que pese a ello, se promueva para precaver la ocurrencia de un perjuicio irremediable, como así lo refiere el canon 86 C.N…
Es de recordar, que el Gobierno Nacional, con miras a procurar salvaguardar la vida e integridad de las personas privadas de la libertad y aminorar los niveles de hacinamiento de los establecimientos carcelarios, expidió el Decreto 546 de abril 14 de 2020 por medio del cual se adoptan medidas para sustituir la pena de prisión y la detención preventiva en establecimientos penitenciarios, por la prisión y la detención domiciliaria transitorias, respectivamente, en el lugar de residencia a personas que se encuentran en situación de mayor vulnerabilidad frente al Covid-19; e igualmente, se adoptan otras medidas para combatir el hacinamiento carcelario también para prevenir y mitigar el riesgo de propagación del aludido virus.

Tal normativa es la que en la actualidad los jueces deben de aplicar con miras a verificar si las personas privadas de la libertad cumplen las exigencias para ser merecedores del aludido sustituto temporal -por espacio de seis meses-. (…)
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Pereira,  treinta (30) de abril de dos mil veinte (2020)

                                                                Acta de Aprobación N° 357
                                                Hora: 3:50 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada a nombre propio por el señor CARLOS HUMBERTO MARTÍNEZ OSPINA y 976
 personas más -que suscribieron la misma-, lo mismo que la presentada por el señor JHONNY ALEJANDRO PALACIO PINEDA -cuya tutela se acumuló parcialmente con la presente en los aspectos atinentes a lo que aquí es materia de debate-, todos los cuales se encuentran en condición de internos en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, en contra el Presidente de la República, la Ministra de Justicia y del Derecho, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el Defensor Nacional del Pueblo, el Consorcio Telenacional, la Fiduprevisora, el Senado de la República, y todos los Juzgados de Ejecución de Penas, Penales Municipales y del Circuito con función de conocimiento, y los juzgados con función de control de garantías del país, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la vida, salud, dignidad humana, no discriminación, unidad familiar, comunicación, petición, debido proceso, de acceso a la Administración de Justicia y a la libertad. 

2.- SOLICITUD 

El extenso escrito de tutela presentados por los aludidos internos, se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) el Presidente de la República decretó la emergencia económica, social y ecológica en todo el territorio nacional con ocasión de la pandemia de de Covid-19, e igualmente se decretó la emergencia carcelaria amén del grado de hacinamiento y alto riesgo que el virus llegara a los establecimientos de reclusión; (ii) se hace alusión en forma cronológica a las diversas informaciones que han obtenido acerca del alto número de contagiados y muertos en el mundo a consecuencia del Coronavirus, así como de la cuarentena que por tal motivo se ha adoptado, tanto en el país como en el interior de la cárcel, lo que conllevó a la suspensión indefinida de las visitas; (iii) aunque el aislamiento obligatorio se hizo para prevenir la propagación del virus y se dispuso una distancia aproximada de dos metros entre seres humanos, ello resulta imposible cumplirlo en reclusión ante el hacinamiento que presenta; (iv) las muertes sufridas por internos en la cárcel de Villavicencio indican que fueron contagiados por personal de vigilancia, mismo riesgo que sufren ellos y todos los detenidos en las cárceles en Colombia; (v) a la fecha los accionados no han actuado de manera eficaz para proteger a la población detenida frente al riesgo de muerte que implica la llegada del virus, y si bien se restringió la visita de familiares y abogados, ello no los protege, porque el personal  de vigilancia y de servicios administrativos salen a las calles diariamente, y también están en riesgo de muerte; (vi) reclaman la adopción de medidas urgentes, y para ello el Presidente de la República tiene la facultad de expedir decretos con fuerza de ley que son necesarios para mantener el aislamiento social, en tanto la cárcel ni el área de sanidad están en condición de afrontar la actual crisis con un inminente riesgo de contagio y propagación del virus, ya que el personal de enfermería es insuficiente, carecen de los elementos de bioseguridad que tampoco poseen los internos; (vii) han sido diferentes autoridades quienes han pedido medidas urgentes, entre ellas la Alta Comisionada de las Naciones Unidades para los Derechos Humanos; (viii) en la cárcel de Pereira, y en atención a los lineamientos de la judicatura, se suspendió la entrega de peticiones dirigidas a entes de control y vigilancia, así como la correspondencia dirigida a la familia y a los abogados, y únicamente reciben sin garantía del recibido las solicitudes de subrogados penales, penas cumplidas, tutelas y habeas corpus, lo que vulnera el debido proceso, a lo cual se suma el estrés de estar incomunicados con sus familias, pues aunque tienen posibilidad de comunicación telefónica, no lo pueden hacer ante la escasez de recursos para ello y el alto costo de las tarifas; (ix) no desconocen los esfuerzos administrativos para minimizar el impacto de la gravedad de la pandemia, pero consideran que los accionados no han actuado de manera efectiva frente al riesgo inminente de muerte que tienen e ignoran que la prisión domiciliaria transitoria no es un beneficio, sino que representa la garantía de su derecho a la vida; (x) pese a la expedición del Decreto 546 de 2020, se incluyó una extensa lista de prohibiciones, casi para todos los delitos, lo que es incoherente ante la gravedad e inminencia que la pandemia cobre más vidas, y sin que las altas instancias actúen en consonancia con la realidad de la situación de los detenidos; por ende, tal decreto es inconstitucional al desconocer el derecho a la vida, ya que se les condena anticipadamente a la pena de muerte por contaminación con Covid-19; y, finalmente (xi) el aludido Decreto no soluciona la problemática de hacinamiento carcelario, y mucho menos salva las vidas de las personas privadas de la libertad, por ende, debe ser declarado inexequible el artículo 6º .
Con fundamento en tales exposiciones, solicitan el amparo de sus derechos fundamentales y para el efecto piden que se ordene a quien corresponda, se decreten con fuerza de ley las siguientes medidas:

(i)  Se elimine la valoración de la gravedad de la conducta punible y el pago de caución prendaria como requisitos para resolver subrogados penales -prisión domiciliaria (por enfermedad o como padre cabeza de familia), suspensión condicional de la ejecución de la pena y libertad condicional-; (ii) se conceda prisión domiciliaria transitoria a los internos cuya actuación no haya sido resuelta en primera o segunda instancia, así como los que superen los 58 años de edad; (iii) conceder prisión domiciliaria a los internos que padezcan de cáncer, VIH, enfermedades terminales, discapacitados, o con padecimientos físicos o mentales incompatibles con la vida en reclusión; (iv) conceder prisión domiciliaria a los internos que gocen del permiso de salida de 72 horas; (v) en atención al derecho a la igualdad se conceda a todos los internos la libertad condicional, sin exclusión por el delito cometido, a quien haya expiado las 3/5 partes de la condena, donde se incluyan a quienes esperan que se resuelva apelación, casación o que la pena haya cobrado ejecutoria; (vi) trasladar a la población indígena a los resguardos indígenas; (vii) cambiar la medida de aseguramiento intramural por domiciliaria a quienes fueron condenados a penas inferiores a cinco años, sin exclusión de delitos; (viii) asignar auxilio económico para quienes sean excarcelados para prevenir la reincidencia y mitigar su situación a raíz de la pandemia; (ix) conceder la prisión domiciliaria a los firmantes del proceso de paz; (x) afiliar a quienes sean excarcelados al SISBEN para que accedan a los servicios de salud; (xi) para los no excarcelados crear un mesa de diálogo con un representante de los internos por cada regional; (xii) duplicar el número de juzgados de ejecución de penas para acelerar las excarcelaciones; (xiii) otorgarle a las direcciones de las cárceles facultades para que concedan permisos de 72 horas sin que medie decisión judicial, aunque lo decidido se les deba comunicar; (xiv) facultar a los Tribunales Superiores de Distrito y a los Juzgados de Control de Garantías para resolver solicitudes de subrogados y excarcelaciones con miras a contribuir a la descongestión judicial; (xv) se ordene garantizar la admisión de correspondencia de los internos con destino a los entes de control y familias, con respeto por su intimidad y el debido proceso en cuanto al recibido; (xvi) que se autorice la comunicación virtual de los internos con sus familias por medio de las nuevas tecnologías accesibles a sus contactos; (xvii) se dejen sin efectos las decisiones del Consejo Superior de la Judicatura mediante Acuerdo PCSJA20-11517 de marzo 15 de 2020; (xviii) se dispongan medios tecnológicos para adelantar audiencias virtuales en los procesos vigentes; (xix) con fines netamente humanitarios y por la pandemia del Covid-19, se decrete una rebaja para todas las penas del 10% sin exclusión de delitos, a efectos de disminuir el hacinamiento carcelario; (xx) decretar que se disminuya y ajuste el precio del mercado de las tarifas de costo telefónico para la comunicación de los internos, o se preste de forma gratuita durante la emergencia; y  (xxi) dejar sin efectos el artículo 6º  del Decreto 546 de 2020. Así mismo y como igualmente lo pidió el accionante en la tutela que se acumuló, que: (xxii) se les entreguen a los internos los kits de bioseguridad; (xxiii) se mejore la “minuta alimenticia”; y (xxiv) se implementen jornadas especiales de trabajo.
3.- TRASLADOS Y VINCULACIONES
La Sala al momento de admitir la presente acción constitucional dispuso lo siguiente: (i) correr traslado de la tutela al Presidente de la República, a la Ministra de Justicia y del Derecho, al Fiscal General de la Nación, al Procurador General de la Nación, al Defensor Nacional del Pueblo, al Consorcio Telenacional, a la Fiduprevisora, al Senado de la República, y todos los Juzgados de Ejecución de Penas, Penales Municipales y del Circuito con función de conocimiento, y los juzgados con función de control de garantías del país; y (ii) vincular de manera oficiosa al Consejo Superior de la Judicatura, a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios, al Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, y a la Secretaría de Salud de Pereira, quienes al respecto así se pronunciaron: 

Por parte de las entidades del orden nacional y local: 

- La apoderada del señor Presidente de la República y del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República: (i) pide se desvincule del trámite al Departamento Administrativo de la Presidencia y/o al señor Presidente de la República, o en su defecto se decrete la improcedencia de la acción al no vulnerarse derecho fundamental alguno; (ii) el Presidente dentro de sus competencias ha adoptado las medidas necesarias y suficientes para afrontar la emergencia sanitaria mundial por la propagación del Covid-19, y por ello expidió el Decreto 417 de marzo 17 de 2020, por medio del cual declaró la Emergencia Económica, Social y Ecológica para hacerle frente al Covid-19; (iii) de conformidad con esa normativa el INPEC profirió la Resolución 001144 de marzo 22 de 2020, por medio de la cual declaró el Estado de Emergencia Penitenciaria y Carcelaria, por el término necesario para superar la crisis, para lo cual se le otorgaron facultades a su director a efectos de proferir las medidas pertinentes; (iv) mediante Decreto 546 de abril 14 de 2020 se adoptaron medidas para sustituir la pena de prisión y la detención preventiva por la detención y la prisión domiciliaria, así como medidas para combatir el hacinamiento carcelario y prevenir el riesgo de propagación del Covid-19; (v) el Gobierno Nacional ha actuado según las facultades otorgadas por el canon 215 Superior y ha tomado las medidas necesarias para contrarrestar el influjo de la pandemia, sin que los accionantes demuestren siquiera de manera sumaria la afectación de sus derechos, ya que se refieren a situaciones hipotéticas lo que evidencia la improcedencia de la acción; (vi) señala que el Presidente de la República y el Departamento Administrativo de la Presidencia carecen de legitimación en la causa, en tanto dentro de sus competencias no existe ninguna que se relacione con lo que es materia de debate, ni actúan como representantes de las entidades que podrían tener alguna responsabilidad; y (vii) de conformidad con lo establecido en el art 215 Constitucional, en tiempos de estados de excepción es el señor Presidente quien decide los destinos del país en coordinación con las autoridades territoriales, y las medidas que se adopten tienen un juez único y natural que es la Corte Constitucional, lo cual aduce con miras a evitar el yerro en el que incurrió el Tribunal Superior de Cali al atribuirse facultades para analizar la normativa expedida frente a la crisis por el Covid-19, sin ser de su competencia, máxime que la  Corte Constitucional ya avocó el conocimiento del Decreto de Emergencia Económica y demás decretos expedidos a su amparo.

- El Director de Política Criminal y Penitenciaria del Ministerio de Justicia y del Derecho, luego de hacer alusión a jurisprudencia relacionada con la subsidiariedad, procedibilidad y legitimidad por pasiva en la acción constitucional, señaló: (i) dicha cartera no ha realizado acción u omisión alguna que genere vulneración de los derechos fundamentales de los accionantes; (ii) carece de competencia frente a los temas que son motivo de la acción, al no tener poder coercitivo para exigir lo que se pretende y de hacerlo desbordaría los límites constitucionales y legales a su cargo; (iii) frente a los temas materia de tutela, dicho Ministerio no es competente, ni funcional ni legalmente, para atender lo pedido, y por ello se acredita su falta de legitimidad y por ende debe procederse a su desvinculación; (iv) dicha cartera adelanta en el marco de sus competencias todas las acciones tenientes a coordinar, articular y convocar a las entidades involucradas para implementar mecanismos orientados a mejorar las condiciones de habitabilidad y la prestación de servicios para las PPL, en procura de proteger sus derechos fundamentales; (v)  el Gobierno Nacional en cabeza de dicho Ministerio y sus entidades adscritas -INPEC y USPEC- han adoptado medidas oportunas y necesarias en todos los establecimientos de reclusión del país para prevenir, contener y mitigar la propagación del coronavirus y sus efectos en la población carcelaria y de quienes allí laboran, tanto con antelación como con posterioridad a la declaratoria de emergencia sanitaria; (vi) se remitieron comunicaciones al ICBF y Consejo Superior de la Judicatura para la atención de los niños, niñas y adolescentes en el interior de los centros de reclusión; (vii) el INPEC emitió instrucciones técnicas para fortalecer la higiene y desinfección de áreas comunes en las diferentes sedes; (viii) se dispusieron acciones para aumentar el desarrollo de audiencias virtuales con miras a garantizar el acceso a la justicia, a la vez que el INPEC dispuso maximizar los tiempos de respuesta para atender órdenes relativas a la detención preventiva, prisión domiciliaria o vigilancia electrónica; (ix) se decretó el Estado de Emergencia Carcelaria y se expidió Circular sobre medidas preventivas de seguridad, aislamiento de personal del cuerpo de custodia, y se extendió el alistamiento de segundo grado para todo el personal de custodia, amén del servicio público que se cumple; (X) se han adoptado medidas para garantizar la salud y vida de la población carcelaria, del personal administrativo y de custodia y vigilancia; (xi) el Gobierno expidió el Decreto 546 de 2020, y frente a lo que se pretenden con la tutela, el Ministerio de Justicia no tiene incidencia; y (xii) la tutela no es la vía para exigir que se modifique un Decreto Legislativo o para que se derogue.

- La Fiscalía General de la Nación, por intermedio de la Directora Seccional de Risaralda, luego de hacer alusión a lo reglado en los artículos 213, 215 y 250 C.N., señala lo siguiente: (i) el Gobierno Nacional mediante Decreto 417 de marzo 17 de 2020 declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el país, y acorde con ello profirió el Decreto 546 de abril 14 de 2020; (ii) la competencia de la Fiscalía no puede sobrepasar las atribuciones contempladas en la Constitución Política y muchos menos declarar la constitucionalidad o no de las normas que surjan en desarrollo de un Estado de Emergencia; y (iii) pide se desestime la acción, en tanto la Fiscalía no está en posibilidad de vulnerar derechos fundamentales de los accionantes, y por el contrario está a disposición de acatar y ejecutar todas las acciones que surjan desde el Gobierno Nacional, como ha sido el de garantizar y atender por los medios técnicos y tecnológicos el desarrollo de las actuaciones que recaen sobre el órgano persecutor.

- La Jefe de la Oficina Jurídica de la Procuraduría General de la Nación expresó que dadas las pretensiones esgrimidas en la tutela, debe declararse la falta de legitimidad en tanto no se ha quebrantado derecho fundamental alguno, no obstante dará traslado de la misma a la Procuraduría Delegada para la Defensa de los Derechos Humanos, y solicita en consecuencia la desvinculación de dicha entidad del presente trámite.
- El Procurador 150 Judicial II Penal de Pereira, expuso lo siguiente: (i) es un hecho notorio el número de reclusos que hay en las cárceles del país, que excede con creces su capacidad, al punto que se ha hecho necesario acudir  a una vía cuestionable consistente en recluir procesados en estaciones de policía, más allá de las 36 horas permitidas por ley, lo que genera la existencia de una situación lamentable que incluso ha sido abordada por la Corte Constitucional, autoridad que ha reiterado que el Sistema Penitenciario nuevamente se encuentra en un estado de cosas inconstitucional; (ii) ello implica que las condiciones de hacinamiento que afecta la dignidad y salud física de los internos sigue en vigencia, lo que a su vez ha dado pie al surgimiento de otro estado de cosas inconstitucional, esto es, la permanencia de PPL en estaciones de policía; (iii) las circunstancias actuales relativas al Covid-19 intensifican ese estado de afectación de los internos y el hacinamiento los expone a un peligro inminente en caso de que alguno resultare afectado por el virus; (iv) las medidas adoptadas por el Decreto 546 son inanes, en tanto en Risaralda quienes resultan potencialmente beneficiados con tal norma no pasan de la docena, siendo dicha cantidad raquítica si lo que se busca es la excarcelación numerosa de internos; (v) aunque le asiste razón a los accionantes en el sustento fáctico, sus peticiones no pueden despacharse favorablemente, en tanto ello conllevarían a un cambio de normativa que es de exclusiva competencia del legislador y no pueden ser resueltas por la vía de la tutela; y (vi) si considera viable proferir órdenes correspondientes a nivel administrativo, que impacten en la condición de hacinamiento.
- El Secretario  del Congreso de la República, luego de hacer referencia al debido proceso, manifiesta: (i) la pretensión de los accionantes tiene que ver con funciones propias de la Rama Ejecutiva, en tanto es al Presidente de la República, acorde con los numerales 4 y 10, art. 189 C.N., a quien le corresponde conservar el orden público, promulgar las leyes, obedecerlas y velar por su cumplimiento; (ii) es al Gobierno Nacional al que corresponde conocer la amenaza que representa el Covid-19, al ser un problema de orden público, y al Congreso de la República solo le compete, una vez vencido el término en que perdure el Estado de Excepción, examinar las decisiones dictadas por el Ejecutivo, al ser este quien tiene la facultad de tomar todas las medidas adecuadas para conjurar la pandemia, de forma tal que las decisiones que adopte mediante Decreto Legislativo son de obligatorio cumplimiento, y frente a la normativa expedida la Corte Constitucional efectúa su revisión automática; finalmente (iii) pide la desvinculación del Congreso de la República de la presente acción. 
- La Defensoría del Pueblo, por intermedio de la Defensora Regional del Pueblo de Risaralda, en un extenso escrito, luego de contextualizar de manera cronológica lo acaecido desde que la OMS identificó el Covid-19, así como las medidas adoptadas por el Gobierno Nacional al respecto, entre ellas la declaratoria de la Emergencia Carcelaria y la expedición del Decreto 546/20, argumenta: (i) tanto el interno CARLOS HUMBERTO MARTÍNEZ como los demás accionantes han sido representados por la entidad en algunas etapas procesales, además se realizan constantes brigadas jurídicas en el establecimiento y los detenidos son atendidos por los defensores, sin importar su situación jurídica; (ii) la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, es conocedora del estado de hacinamiento penitenciario, por lo cual ha presentado tutelas para garantizar sus derechos fundamentales, y no solo frente a los internos del Establecimiento Carcelario, sino a favor de quienes se encuentran en estaciones de policía; (iii) se adelanta un trabajo arduo con las tres unidades de defensoría pública para que conceptúen  a qué internos se les puede solicitar beneficios de acuerdo al Decreto 546 de 2020; (iv) expresa que a la mayoría de los PPL en el país, sean indiciados o condenados, se les desconoce los derechos mínimos asegurables, como también ocurre con quienes se encuentran detenidos en las URI o estaciones de policía, amén de la existencia de un sinnúmero de problemas estructurales; (v) la Defensoría pese al confinamiento obligatorio, aún hace un seguimiento estricto a la problemática carcelaria del Departamento, donde las medidas sanitarias se complementaron en marzo 12 de 2020 con la orden gubernamental de suspensión de visitas a las 134 cárceles del país por riesgo de Covid-19, hasta que se implementen los protocolos necesarios para garantizar la salud de los internos, de quienes allí laboran, de abogados, de funcionarios públicos, y de quienes visitan las cárceles; (vi) los derechos a la vida, salud, igualdad y protesta pacífica de los accionantes se encuentra amenazada y puede ocurrir un perjuicio irremediable, por lo cual el juez de tutela debe ordenar la ejecución de medidas necesarias para que esta situación cese, y si se cumplen los requisitos para la excarcelación de alguna de estas personas, ellas se impulsen acorde con la normativa expedida; (vii) la concesión de beneficios penales están regulados por la ley, y son los jueces naturales y no los constitucionales los llamados a su otorgamiento; por ello, no es la vía de la tutela el medio para buscar su protección, por lo cual no se cumple el requisito de subsidiariedad para la procedencia de esta acción, y por ende no pueden pretenderse que el juez constitucional adopte decisiones paralelas a las de los funcionarios que deben conocer del asunto, mecanismos que deben agotarse en primer término y no utilizar de manera directa la tutela; (viii) lo dicho no implica que la Defensoría no reitere su compromiso con uno los grupos poblacionales tan vulnerables como los privados de la libertad, pero ruega se comprenda que la labor de los funcionarios de la entidad en las cárceles, tienen actualmente una limitación razonable, y por ello una vez superadas las circunstancias actuales se buscará continuar con los espacios necesarios para que sean escuchados; (ix) la Defensoría del Pueblo ha advertido al Gobierno Nacional sobre el aumento de riesgo de los internos expuestos al Covid-19, ante lo cual ha emitido las alertas respectivas y propuso al Gobierno la necesidad de empezar a contrarrestar el estado de cosas inconstitucional, por lo cual planteó la prisión y detención domiciliaria para personas mayores de 60 años, quienes han cumplido la mitad de la pena, salvo delitos atroces y pertenecientes a bandas criminales, con miras a salvar la vida de miles de detenidos y los guardianes en su condición de servidores públicos; (x) la Defensoría no es la entidad para garantizar lo solicitado por los actores, salvo el de prestarles representación judicial, pero deben comprenderse las limitaciones actuales, y que las actividades propias de esa institución serán retomadas una vez superadas las circunstancias vigentes; por consiguiente (xi) pide su desvinculación de esta trámite. 
- El apoderado judicial del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL-2019 –integrado por las sociedades Fiduprevisora y Fiduagraria-, luego de referir al contrato de fiducia mercantil y al proceso de atención en salud a la población privada de la libertad, expresa lo siguiente: (i) existe falta de legitimación en la causa, en tanto su finalidad es la de celebrar contratos y hacer los pagos para la prestación de los servicios en todas las fases a cargo del INPEC, y por ley los servicios médicos están reservados a las EPS, IPS y demás entidades que conforman el Sistema General de Seguridad Social y Salud en Colombia; (ii) los encargados de decidir acerca de la libertad condicional y prisión domiciliaria son los jueces de la República, acorde con el Decreto 546/20, y por ende pide su desvinculación, además que la tutela es improcedente frente a las pretensiones de los accionantes; (iii) hace alusión a la normativa atinente al procedimiento de recibo y envío de correspondencia, para aducir que es al INPEC al que le compete regular lo atinente a las comunicaciones virtuales de los internos y establecer lo necesario para la obtención y envío de correspondencia; (iv) respecto a las audiencias virtuales y según la norma pertinente, corresponde a la USPEC garantizar en todos los establecimientos carcelarios las locaciones y elementos tecnológicos necesarios para tal labor y al Consejo Superior de la Judicatura las gestiones para que los Jueces de Ejecución de Penas cuenten con los recursos tecnológicos, motivo por el cual es evidente que frente a ello el Consorcio carece de competencia; por tanto, igualmente (vi) pide se declare improcedente la acción, con su respectiva desvinculación. 

- El Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira informa que  se han puesto en práctica las recomendaciones y órdenes del Gobierno Nacional, Dirección Nacional del INPEC, y Comando de Vigilancia, para prevenir, contrarrestar y evitar el ingreso del Covid-19 a dicho Establecimiento, consistentes en: (i) la mayoría del personal administrativo labora desde sus casas; (ii) al ingreso del personal de custodia y vigilancia se realiza desinfección en la puerta; (iii) a diario se les toma a dicho personal la temperatura corporal, e igualmente diligencian encuesta donde se establece si en los últimos días ha tenido síntomas propios al Covid-19; (iv) se ha restringido al máximo la entrada de personal de custodia y médico a la parte interna del establecimiento, y en la reja de ingreso a pabellones es de obligatorio cumplimiento realizar desinfección; (v) para los servicios de custodia en los centros médicos de la ciudad, el personal cuenta con trajes especiales, tapabocas para evitar cualquier contagio, y a su retorno es obligatorio su desinfección; (vi) por el estado de emergencia carcelaria y por prevención, se ha prohibido el ingreso de nuevas altas de las UPV, estaciones de policía y CTI; y (vii) a la fecha no existen contagios en dicho establecimiento de personal de guardia, administrativo, ni privados de la libertad. 
Por parte de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de seguridad: 
- El Juez 1º de EPMS de Sincelejo (S.) señaló que no se vulnera derecho alguno en tanto en este momento atiende las peticiones elevadas por los internos respecto a la concesión del subrogado penal de la libertad condicional, pena cumplida, mecanismo sustitutivo de cumplimiento de la pena en el sitio de residencia o morada -art. 38 G. C.P.-, y prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión intramural -enfermedad grave, padre o madre cabeza de familia-. De igual forma se atienden las solicitudes de prisión domiciliaria transitoria con fundamento en el Decreto Legislativo 546 de 2020. 
- El Juzgado 4º de EPMS de Ibagué (Tol.) informó que al estar los accionantes recluidos en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, son los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad los competentes territorialmente para vigilar la ejecución de la sanción impuesta, y para pronunciarse respecto del beneficio de prisión domiciliaria consagrado en el Decreto 546 de 2020. Señaló igualmente que dicho estrado judicial ha resuelto las peticiones concernientes a la aludida normativa, dentro del término allí establecido, y por ende no está legitimado para dar solución a lo pedido por los reclusos demandantes, razón por la cual solicita su desvinculación del trámite. 

- El Juzgado Sexto de EPMS de Ibagué (Tol.) refirió que si bien es cierto es un hecho de público conocimiento el hacinamiento carcelario, lo que ha llevado a la Corte Constitucional ha declarar el estado de cosas inconstitucional, sobre el cual realiza seguimiento y donde ha dictado medidas de contingencia, resulta innegable que, frente al tema de ingresos y traslados de personas privadas de la libertad, en particular del centro carcelario de Pereira, no es de competencia de los jueces de ejecución de penas sino de las autoridades carcelarias, propiamente del INPEC, que es en quien recae dichos aspectos, por lo cual carece de legitimación en la causa por pasiva y por tal motivo deviene improcedente la tutela. Así mismo, aduce que el Gobierno Nacional profirió el Decreto 546 del 14 de abril de 2020, para contrarrestar la expansión del mencionado virus, y allí están plasmadas las orientaciones frente a dicha pandemia que se han de implementar con la Población Privada de la Libertad en los Centros Carcelarios del país, y es al estudiar cada proceso que se podrá establecer si cada sentenciado tiene derecho a disfrutar de la prisión domiciliaria transitoria. 

- El Juez 2º de EPMS de Pasto (N.), luego de discernir acerca de lo que motivó al Gobierno Nacional a expedir el Decreto 546 e 2020, y la situación actual por el Covid-19, como elemento adicional que ahonda la crisis carcelaria, estima frente a ello que ninguna medida impedirá que los establecimientos carcelarios presenten contagiados, como algunos ya lo están, y por ende, la norma expedida para las excarcelaciones por prisión o detención domiciliaria, o para solucionar el hacinamiento, no conseguirá evitar esa propagación del virus. En punto de la tutela, señala que la misma expone una fotografía vieja de lo evidenciado en los establecimientos de reclusión, y que a diario perciben los jueces de ejecución de penas. 
- El Juez 3º de EPMS de Tunja (Boy.) manifestó que no ha incurrido en vulneración alguna de los derechos fundamentales de los accionantes, y como aperador judicial carece de las potestades y competencias legales necesarias para acceder y materializar lo pretendido por los actores. 
- El Juzgado 12 de EPMS de Bogotá D.C. explicó de manera pormenorizada lo relativo al Decreto 546 de 2020, en lo atinente a su vigencia, el ámbito de aplicación, sus exclusiones, su procedimiento, para concluir que todo lo pedido en la acción de tutela y en lo atinente a los Juzgados de Ejecución de Penas está reglado en la aludida normativa, y por ende no queda nada por resolver a ese respecto, en tanto ese cometido ya cumplió el legislador. 
- El Juzgado 2º de EPMS de Sincelejo (S.) hizo alusión a que por encontrarse los accionantes recluidos en la Cárcel de Pereira, la ejecución de las sanciones penales de quienes se encuentren en calidad de condenados radica en los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta localidad, y al verificar lo pertinente no encontró petición elevada en favor de los tutelantes, ni se ha remitido por parte de la Dirección del Establecimiento Penitenciario de esa localidad listado para resolver acerca de la prisión domiciliaria o detención domiciliaria transitorias acorde con el Decreto Legislativo 546 de 2020, por lo cual carece de competencia para definir la situación jurídica de los actores. De igual manera, al revisar la tutela, pretenden los mismos que se decreten con fuerza de ley algunas medidas en el marco de la Emergencia Ecológica, Social y Económica determinada por el Gobierno Nacional, por motivos de la pandemia del Covid-19, y que se deje sin efectos el artículo 6º del Decreto 546 de 2020, frente a lo cual carece de facultades legales para expedir Decretos Legislativos y para decidir acerca de la constitucionalidad de la aludida normativa, lo cual le corresponde al  Presidente de la República y a la Corte Constitucional, según el canon 215 Superior, y bajo esos lineamientos al no vulnerarse derechos fundamentales, pide su desvinculación de esta acción. 

- El Juzgado 25 de EPMS de Bogotá D.C. precisó que al no conocer de proceso alguno en contra de estos internos, carece de competencia para hacer pronunciamiento, como quiera que no está bajo su tutela la vigilancia de la ejecución de sus penas. Y de las pretensiones elevadas se evidencia que son temas propios de política criminal y social, sin competencia para hacer pronunciamiento, en tanto los accionantes pretenden una serie de beneficios que no están en manos de los Jueces de la República, quienes estamos sometidos a la Ley y a la Constitución, sin poder ir más allá de lo legislado, y, por ende, lo pedido por ellos debe ser estudiado dentro de la política pública del país, ante los organismos propios y los procedimientos debidos, sin poder entrar a beneficiarse un grupo exclusivo de la población, sin fundamento legal. Solicitó en consecuencia su desvinculación de este trámite. 
- El Juzgado de EPMS de Santuario (Ant.) expone que el beneficio de la prisión domiciliaria se encuentra regulada por el Decreto Legislativo 546 del 14 de 2020, en el cual se establece el procedimiento respectivo, y al respecto el Establecimiento Penitenciario de Puerto Triunfo ha remitido documentación para el estudio respectivo a favor de 21 internos, y que están en término para ser decididas. Frente a lo pedido por los accionantes debe decirse, en punto de la "eliminación de la valoración de la gravedad de la conducta punible para resolver solicitudes de libertad condicional", que tal normativa en momento alguno ha modificado el articulo 64 C.P., y en cuanto a la caución, si bien para conceder algunos beneficios, así lo exige, en virtud de la emergencia sanitaria y carcelaria decretada con ocasión del Covid-19, ese despacho ha cambiado su criterio. Estima por tanto que no ha vulnerado los derechos fundamentales de los convictos y pide su desvinculación. 
- El Juzgado 28 de EPMS de Bogotá D.C. sostuvo que no ha vulnerado derecho alguno, al carecer de competencia para atender lo reclamado por la población carcelaria de Pereira, y a la fecha no cuenta con detenido a disposición de ese juzgado en dicha capital.  De igual manera ese estrado carece de facultades legislativas para modificar la normativa vigente y mucho menos de autonomía para aplicarlas de forma distinta a lo reglado.  Pide en consecuencia igualmente su desvinculación del trámite. 
- El Juzgado 4º de EPMS de Pereira (Rda.) informó que si bien se entiende la delicada situación por la que pasan las personas privadas de la libertad, debe recordarse que los jueces se encuentran sujetos al imperio de la ley, por lo cual lo cual no pueden actuar más allá del ordenamiento jurídico, y para este caso existe un mecanismo para estudiar la viabilidad de conceder o no la prisión domiciliaria transitoria, el cual reglamenta el marco dentro del cual los Jueces de la República deben moverse. Y aunque es probable que tanto los accionantes como las personas privadas de la libertad en el resto del país esperaban que la aplicación del decreto fuera mucho más amplia con el fin de evitar la propagación del virus Covid-19, la lista de prohibiciones que contempla el Decreto 546 de 2020 le impide a los directores de los centros de reclusión remitir todas las solicitudes de sustitución que los internos consideran viables. Estima por tanto que no ha existido vulneración a los derechos fundamentales de los actores, y en la actualidad existen al menos 12 solicitudes de prisión domiciliaria transitoria pendientes de estudio, sin que puedan los jueces de ejecución de penas tomar determinaciones que no se ajusten al ordenamiento jurídico, ya que esto es lo reglado en el aludido Decreto. 

- El Juzgado 1º de de EPMS de Valledupar (C.) sostuvo que lo pretendido por los actores no está direccionado a ese despacho al no ejercer la vigilancia de la pena de los internos accionantes, y frente a lo esgrimido por los mismos, ese juzgado está en disposición en acatar lo consagrado en el Decreto 546 de 2020, cuando les llegue la información respectiva por parte de los Establecimientos Penitenciarios de Valledupar. Pide en consecuencia sea desvinculado de esta tutela al no existir vulneración de derechos fundamentales. 

- El Juzgado 2º de EPMS de Santa Marta (Mag.) manifestó que no tiene la vigilancia de la pena de los internos del Establecimiento Carcelario de Pereira, y por ende carece de competencia para decidir sobre las solicitudes de los mismos; por lo demás, se ha dado estricto cumplimiento a lo reglado en el Decreto 546 de 2020, a consecuencia de lo cual no se han vulnerado derechos fundamentales. 

La Sala deja constancia que como quiera que a la fecha se han pronunciado aproximadamente 110 despachos judiciales de todas las regiones del país, para no hacer más extensa la presente tutela sus respuestas se incluirán como anexo 2 la presente acción, el cual hará igualmente parte integral de esta providencia; no sin antes advertir que NINGUNA DE LAS AUTORIDADES tanto del orden nacional como local vinculadas a la presente acción de tutela ha pedido al Tribunal que se acceda a las pretensiones de los internos en su condición de demandantes, es decir, que TODOS al unísono han considerado que las pretensiones contenidas en la demanda NO DEBEN PROSPERAR por ser abiertamente IMPROCEDENTES. 

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las personas naturales y jurídicas vinculadas. 

5.- Para resolver, SE CONSIDERA
El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017. 

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación de los derechos fundamentales esgrimidos por los señores CARLOS HUMBERTO MARTÍNEZ OSPINA, JHONNY ALEJANDRO PALACIO PINEDA -accionante cuyo proceso fue acumulado en forma parcial al presente- y 976 internos más del EPMSC de Pereira; y en caso afirmativo, establecer cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas a efectos de hacer cesar la supuesta vulneración. Previo a lo anterior, se hará el estudio de procedibilidad.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que: “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Se advierte entonces que la acción de tutela ha sido por excelencia el medio más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, y gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Antes de ingresar en el fondo del estudio de la presente acción, debe aclararse que con respecto a las pretensiones de los accionantes referidas a: (i) duplicar el número de juzgados de ejecución de penas para acelerar las excarcelaciones; (ii) otorgar a los Tribunales Superiores de Distrito y a los Juzgados de Control de Garantías facultades para resolver solicitudes de subrogados y excarcelaciones para contribuir a la descongestión judicial; y (iii) que se dejen sin efectos las decisiones del Consejo Superior de la Judicatura mediante Acuerdo PCSJA20-11517 de marzo 15 de 2020, son situaciones de competencia exclusiva del Consejo Superior de la Judicatura, respecto de las cuales el Tribunal dispuso la ruptura de la unidad procesal y el envío de las copias pertinentes de esta actuación a la H. Corte Suprema de Justicia, por competencia. En consecuencia, frente a esos temas específicos la Sala se abstendrá de hacer pronunciamiento.
Ahora, frente a los restantes temas que al Tribunal atañe, se dirá desde ya que son múltiples los requerimientos presentados por los internos del EMPS de Pereira, con respecto de los cuales, en principio, la tutela no procede ante la existencia de otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, situación en la cual se debe demostrar la premura y la importancia del auxilio constitucional; es decir, temas frente a los cuales no puede utilizarse la acción de tutela como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, acorde con lo sostenido por la jurisprudencia constitucional
:
“3.3. En ese sentido, dada la naturaleza supletiva de la acción de tutela, la misma no puede ser utilizada como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos en el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos de manera preferente, como quiera que, a través de su ejercicio, no se busca reemplazar los procedimientos ordinarios o especiales y, menos aún, pretermitir los mecanismos que dentro de estos se han establecido para controvertir las decisiones que se adopten
” -negrillas de la Sala-. 

Se observa en ese sentido que la jurisprudencia constitucional es contundente al señalar que el carácter subsidiario y residual de la acción constitucional significa que solo es procedente de manera supletoria, esto es, cuando no existan otros mecanismos de defensa judicial a los cuales se pueda acudir, o que pese a ello, se promueva para precaver la ocurrencia de un perjuicio irremediable, como así lo refiere el canon 86 C.N. Ello implica que deben agotarse todos los medios ordinarios con los cuales se cuenta para procurar la protección de los derechos presuntamente vulnerados.

Lo que se acaba de expresar comporta una carga legítima de parte de los actores de desplegar todos los mecanismos que el sistema jurídico ha puesto a su alcance para la defensa de sus derechos. En tal sentido, la acción de tutela no es un instrumento procesal alternativo, porque se correría el riesgo de vaciar de contenido las competencias de las distintas autoridades judiciales e implicaría un desbordamiento institucional en el cumplimiento de las funciones de la jurisdicción constitucional, según lo establecido en la Sentencia T-649/16:

“[…] el juez de amparo no puede reemplazar en sus competencias y procedimientos a los operadores jurídicos ordinarios o especiales que conocen de los asuntos que las partes les someten a su consideración
. No obstante lo anterior, aunque no se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios, la acción de tutela procederá siempre y cuando se acredite la existencia de un perjuicio irremediable o los recursos o medios a su alcance no resulten idóneos para proteger los derechos fundamentales afectados”. –negrillas excluidas-

En este caso en particular es evidente que la totalidad de los acá accionantes son personas privadas de la libertad, y, por ende, se encuentran en una condición de vulnerabilidad e indefensión manifiesta, amén de la relación especial de sujeción que tienen frente al Estado. Esa circunstancia por sí misma considerada conlleva la suspensión de algunos de sus derechos constitucionales, como lo sería el de la locomoción, y otros limitados como el de la comunicación o la intimidad, pero aun así persiste el deber de garantizar los derechos fundamentales no suspendidos de las personas privadas de la libertad. Y precisamente por la condición en que se encuentran, la jurisprudencia constitucional ha sido enfática en señalar que los requisitos de procedencia de la tutela invocada a favor de esta población deben flexibilizarse
:
“Tal como se señaló en la sentencia T-679 de 2015, el análisis de procedibilidad de la acción no puede hacerse de la misma manera respecto de aquellas personas que se encuentran en un grado superior de vulnerabilidad, ya que, por una parte, la subsidiariedad se verifica caso a caso y, por otra, en esos eventos el examen se flexibiliza atendiendo a las condiciones particulares del sujeto
. 

De ello se sigue que “el operador judicial debe examinar la situación fáctica que define el asunto sometido a su conocimiento, y las particularidades de quien reclama el amparo constitucional, pues, si se trata de sujetos de especial protección constitucional (personas de la tercera edad o en condición de discapacidad, etc.) o de personas que se encuentren en condiciones de debilidad manifiesta, el análisis de procedibilidad se flexibiliza haciéndose menos exigente”
”.

En este caso singular y como quiera que se trata de un gran número de internos los que acuden a esta vía en procura de obtener la protección de diversos derechos que en su sentir están siendo afectados, considera la Corporación que se hace necesario estudiar de fondo el asunto para determinar si existe o no vulneración real o potencial a alguno de sus derechos esenciales, máxime cuando los mismos reclaman la protección a su derecho a la vida y salud, amén de la amenaza que representa para todos la pandemia por el Covid-19.

La decisión que se adopte a nivel judicial en tan particular asunto, debe partir necesariamente de un hecho innegable, nada diferente a que según se ha admitido por todos los entes gubernamentales y lo ha declarado en diversos pronunciamientos el órgano de cierre en materia constitucional, la situación carcelaria del país se encuentra en un estado de cosas inconstitucional, mismo que no ha sido superado a pesar de los sucesivos plazos concedidos para su superación desde la primera ocasión que así se declaró mediante sentencia T-153 de 1998. Esa circunstancia permite pregonar que las dificultades que padecen quienes se encuentran privados de su libertad no solo han sido una constante en todo el territorio nacional, sino que es tal su gravedad y complejidad que las medidas adoptas para paliar sus efectos resultan insuficientes. 

Al respecto en la Sentencia T-388/13, reiterada en T-162/15, la Alta Corporación señaló:

“5.5.1.1. La violencia al interior de las prisiones es un asunto que compete a muchos sistemas penitenciarios y carcelarios en el mundo, pero en especial a aquellos que se encuentran en situación de hacinamiento. La sobrepoblación carcelaria, por sí misma, propicia la violencia.
 El hacinamiento penitenciario y carcelario lleva a la escasez de los bienes y servicios más básicos al interior de las cárceles, como un lugar para dormir. Esto lleva a que la corrupción y la necesidad generen un mercado ilegal, alterno, en el cual se negocian esos bienes básicos escasos que el Estado debería garantizar a una persona, especialmente por el hecho de estar privada de la libertad bajo su control y sujeción. La prensa, al igual que los escritos académicos, ha mostrado como las personas recluidas en penitenciarias y cárceles tienen que pagar por todo.  Conseguir un buen lugar en un pasillo tiene sus costos; conseguir una celda es prácticamente imposible, sobre todo por su altísimo valor. Diferentes analistas de la realidad nacional, en diversos medios de comunicación, han puesto de presente su opinión al respecto. Son voces que coinciden en la gravedad de la crisis carcelaria y de su impacto sobre la dignidad humana y los derechos humanos. Ha sido calificada, entre otros términos, de “insostenible”. Por ejemplo, las condiciones de extorsión y chantaje, generan recursos que, en el contexto del conflicto armado, se convierten en un botín de guerra. 

[…]
11.1. Se declara que el Sistema penitenciario y carcelario se encuentra nuevamente en un estado de cosas inconstitucional, por cuanto (i) los derechos constitucionales de las personas privadas de la libertad son violados de manera masiva y generalizada;  (ii) las obligaciones de respeto, protección y garantía, derivadas de tales derechos, han sido incumplidas de forma prolongada; (iii) el Sistema ha institucionalizado prácticas claramente inconstitucionales, dentro de su funcionamiento cotidiano; (iv) hay una ausencia notoria de medidas legislativas, administrativas y presupuestales que se requieren con urgencia;  (v) la solución de los problemas estructurales compromete la intervención de varias entidades, que deben realizar acciones complejas y coordinadas; y, finalmente,  (vi) si todas las personas privadas de la libertad que se ven enfrentadas al mismo estado de cosas presentaran acciones de tutela (u otros mecanismos de defensa de sus derechos), tal como lo hicieron los accionantes de las tutelas acumuladas en esta oportunidad, el sistema judicial se congestionaría aún más de lo que está ocurriendo.

11.2. El estado de cosas inconstitucional en el que se encuentra nuevamente el Sistema penitenciario y carcelario tiene una de sus principales causas en dificultades y limitaciones estructurales de la política criminal en general a lo largo de todas sus etapas, no solamente en su tercera fase: la política carcelaria. Existen indicios y evidencias del recurso excesivo al castigo penal y al encierro, lo cual genera una demanda de cupos para la privación de la libertad y de condiciones de encierro constitucionalmente razonables, que es insostenible para el Estado”.

Como quiera que a la hora de ahora, ese estado de cosas inconstitucional del sistema penitenciario y carcelario no ha sido superado, comporta un primer y gran escollo para que sea el juez de tutela quien procure la solución de todas las situaciones anómalas o irregulares que por muchas décadas se han presentado en el interior de los establecimientos carcelarios y penitenciarios del país. De allí las diferentes y continuas estrategias de seguimiento que por medio de Autos ha puesto en marcha la Corte Constitucional para velar por el cumplimiento de sus órdenes, siendo el último el A-110 de marzo 11 de 2019.
Del contenido de esas órdenes se desprende que son muchas las entidades del orden nacional, departamental y municipal que deben actuar en forma mancomunada, porque cada una dentro de su respectivo marco de competencia debe adelantar gestiones para lograr la normalización, que, se repite, aún no se ha logrado y está lejos de lograrse. 

Pero esa situación calamitosa tiene en la actualidad un ingrediente adicional a raíz del estado de salubridad que vive no solo Colombia sino el mundo entero, con ocasión de la propagación de la pandemia declarada del Covid-19; lo que, por su puesto, ha generado un temor generalizado en la población carcelaria tanto de esta capital como en la generalidad de las instalaciones carcelarias del país, y no solo en las carcelarias, sino en las restantes instalaciones de reclusión -Unidades Permanentes de Protección a la Vida, UPPV-
Al quedar claro lo anterior, lo que a continuación corresponde es delimitar las pretensiones contenidas en el escrito de tutela colectiva a efectos de concentrar metodológicamente los temas de reclamación, así:

- Que se ordene la expedición de un Decreto con fuerza de ley que cobije la totalidad de lo pedido y que se derogue el artículo 6º del Decreto 546 de 2020.

Es de recordar, que el Gobierno Nacional, con miras a procurar salvaguardar la vida e integridad de las personas privadas de la libertad y aminorar los niveles de hacinamiento de los establecimientos carcelarios, expidió el Decreto 546 de abril 14 de 2020 por medio del cual se adoptan medidas para sustituir la pena de prisión y la detención preventiva en establecimientos penitenciarios, por la prisión y la detención domiciliaria transitorias, respectivamente, en el lugar de residencia a personas que se encuentran en situación de mayor vulnerabilidad frente al Covid-19; e igualmente, se adoptan otras medidas para combatir el hacinamiento carcelario también para prevenir y mitigar el riesgo de propagación del aludido virus.

Tal normativa es la que en la actualidad los jueces deben de aplicar con miras a verificar si las personas privadas de la libertad cumplen las exigencias para ser merecedores del aludido sustituto temporal -por espacio de seis meses-. Y si bien la misma se aplicará de forma preferente mientras dure su vigencia, las demás normas ordinarias relativas a la prisión o detención domiciliarias deben seguir aplicándose en lo que las disposiciones especiales no regulen, de conformidad con lo dispuesto en el canon 12 del aludido Decreto.

En relación con las pretensiones de los accionantes en el caso concreto, se advierte que los mismos no son merecedores de la aplicación de la novísima normativa, por cuanto los delitos por ellos cometidos se encuentran incluidos en las excepciones contenidas en el artículo 6º. Precisamente por ello, solicitan que mediante la tutela se ordene la expedición de un Decreto con fuerza de ley que sí los cobije, y que el aludido artículo sea derogado con el fin de que el beneficio sea concedido a todos los internos, con inclusión de quienes hacen parte del proceso de paz, sin tener en consideración el tipo de delito que hayan cometido; todo ello, desde luego, en contravía de lo expresamente establecido por el Gobierno Nacional.
Frente a tal petición, debe indicarse que es a todas luces improcedente. En primer lugar, porque según lo establece expresamente el numeral 5º, artículo 6º, del Decreto 2591 de 1991, la tutela no procede “cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto”. En segundo término, por cuanto el juez constitucional no puede ordenarle, en este caso al Presidente de la República, con ocasión del estado de excepción en el que nos encontramos, que dicte un Decreto con fuerza de ley con miras exclusivamente a atender los requerimientos que hacen los internos de la cárcel de Pereira. Y, finalmente, porque la tutela no es la vía para determinar si el Decreto 546 de 2020 se encuentra acorde con el ordenamiento jurídico, como quiera que ello es una facultad exclusiva y excluyente de la Corte Constitucional, según lo establecido en el art. 215 Superior, al ser la autoridad judicial a la cual se le ha asignado el control automático de constitucional de los Decretos expedidos durante el estado de excepción. E incluso para este evento en particular, como así lo señaló la apoderada del señor Presidente de la República, esa Alta Corporación por auto de marzo 24 de 2020 avocó el conocimiento del Decreto de Emergencia Económica, Social y Ecológica, lo mismo que de los demás Decretos expedidos por el Ejecutivo a su amparo, entre los cuales por supuesto se encuentra el 546 de 2020 que aquí es materia de cuestionamiento.

Así las cosas, mientras tal normativa goce de la presunción de acierto y legalidad, como lo expresaron muchos de los juzgados accionados, en especial aquellos que ejercen la función de vigilancia de las penas impuestas, no les queda alternativa distinta a los jueces que disponer su aplicación sin que tenga cabida el pretender ir más allá de lo allí establecido. Y así tiene que ser porque los jueces no poseen una facultad colegisladora, y en ese ámbito hay lugar a acatar el poder de configuración que posee el legislador, en nuestro caso extraordinario por ser el Ejecutivo quien tiene la facultad constitucional de hacer regulaciones en las materias que le son propias para superar la emergencia. 
Dicho en otros términos, la judicatura está atada al imperio de la Constitución y la Ley, y de proceder de manera contraria, esto es, como lo piden los actores, a efectos de ampliar las normas para permitir la concesión indiscriminada de la prisión o la detención domiciliaria, según el caso, y sin tener en consideración el tipo de delito en el que incurrieron, significaría ni más ni menos que buscar un favorecimiento a ultranza que no solo iría en contravía de lo existente, sino que además se verían incursos en acciones de índole tanto penal como disciplinaria. 
Y es que si bien la norma trajo consigo las excepciones contenidas en el artículo 6º, ello se dio precisamente a raíz de ese poder de configuración legislativa que en este preciso momento ostenta el Ejecutivo, razón por la cual tiene facultades pro tempore para determinar, entre tantas otras cosas: (i) qué calidad deben reunir las personas a las cuales se les hace extensivo el mencionado Decreto, y establecer sus edades (aquí se fijó la de 60 años y no la de 58 que piden los accionantes, a cuyo efecto seguramente se tuvo en consideración las estadísticas que se poseen con respecto a qué sector de la población es el más vulnerable con la pandemia); (ii) qué tipo de dolencias o enfermedades son aquellas que deben tenerse en cuenta para obtener el sustituto aludido; (iii) a qué clase de delitos y montos de pena se les puede aplicar; (iv) si puede o no eliminarse de manera temporal la valoración de la gravedad de la conducta punible, o que solo se examine el requisito objetivo del cumplimiento de las 3/5 partes de la sanción para que sean muchos más los internos que se hagan merecedores a los subrogados y sustitutos; (v) que aquellos que disfrutan de permisos administrativos o cuyas condenas aún no se encuentran en firme se les conceda la prisión domiciliaria; y (vi) que se le asigne un auxilio económico a quienes sean excarcelados para prevenir la reincidencia en el delito y mitigar su situación a raíz de la emergencia. 
Todos esos temas, sin excepción alguna, escapan a la órbita de competencia del juez constitucional, en tanto hacen parte de la política criminal en cabeza del Estado; y, por ende, mientras perdure la emergencia será el Presidente de la República quien posee la facultad de pronunciarse al respecto, ora el Congreso de la República una vez ello se supere. Y, desde luego, la Corte Constitucional como órgano de cierre la encargada de confrontar esa regulación con la Carta Política. 
PRIMERA CONCLUSIÓN: No puede el juez de tutela invadir impunemente el poder de configuración que le ha sido asignado al legislador excepcional, menos para ampliar lo dispuesto en el ejercicio legítimo de esas facultades y pretender colegislar. Ni siquiera con el propósito altruista de pretender superar las condiciones de hacinamiento que muy a pesar del tiempo transcurrido aún subsisten en las cárceles del país, no obstante los mecanismos adoptados a raíz de la declaratoria del estado de cosas inconstitucional. 
O dicho en palabras sencillas para todos los internos que presentan esta tutela: NO PODEMOS, ASÍ QUISIÉRAMOS, AMPLIAR EL DECRETO PARA PONER ALLÍ LO QUE ELLOS DESEAN. 
- Que se conceda la prisión domiciliaria a indígenas en sus resguardos.
En lo atinente al reclamo que elevan los accionantes para que aquellos condenados que hacen parte de etnias indígenas –los cuales desconoce la Sala en tanto no existió identificación concreta al respecto- sean trasladados a sus respectivos cabildos o resguardos, debe indicarse lo siguiente: 

La regulación de excepción no hace distinciones al respecto, es decir, no promueve un enfoque diferenciador entre grupos poblacionales o minorías étnicas, simple y llanamente se limita a permitir un beneficio previo el acatamiento de ciertos requisitos, cualquiera sea la condición del interno. No obstante, en este tema en particular existen sendos pronunciamientos de la Corte Constitucional que avalan dicha pretensión al considerar que se cumplido las reglas jurisprudenciales contenidas en la tutela Sentencia T-921 de 2013. Muy concretamente a ese respecto la Alta Corporación señaló:
“6.8. Resulta claro entonces que en el caso concreto la máxima autoridad de la comunidad indígena a la que pertenece la accionante (i) solicitó que la pena impuesta se cumpliera en su territorio y (ii) requirió al juez que verificara que su comunidad contaba con las instalaciones para garantizar la privación de la libertad en condiciones dignas y con la vigilancia requerida. Finalmente, aseguró que el INPEC podría realizar las visitas periódicas para verificar el cumplimiento de la pena.
6.9. Ahora, en cuanto al argumento relacionado con la inaplicabilidad del precedente contenido en la sentencia T-921 de 2013 por su efecto inter partes  y porque lo pretendido en esta oportunidad fue un asunto colateral en esa sentencia, la Sala advierte que las reglas que se fijaron en la referida sentencia para los casos en los que un indígena fuera procesado y condenado por la jurisdicción ordinaria y recluido en un establecimiento penitenciario “sin ninguna consideración relacionada con su cultura étnica”, tenían como propósito resolver el segundo componente del problema jurídico (no haberse tenido en cuanta su condición de indígena en su privación de la libertad). En ese sentido, estas reglas hacen parte de la ratio decidendi de la sentencia T-921 de 2013 y se vuelven vinculantes en todos los casos similares. De ahí que, estas reglas jurisprudenciales hayan sido reiteradas en por esta Corporación en las sentencias T-642 de 2014,
 T-975 de 2014, T-208 de 2015 y T-685 de 2015, consolidando así un precedente jurisprudencial. 
[…]

7.1. De acuerdo con las disposiciones normativas de rango constitucional y legal, los instrumentos internacionales y la jurisprudencia de esta Corporación, los indígenas tienen derecho a la aplicación de un enfoque diferencial en materia carcelaria y penitenciaria que les permita garantizar la protección y permanencia de sus costumbres y tradiciones étnicas. Esto implica que los indígenas que se encuentran recluidos en un establecimiento penitenciario ordinario por disposición de la máxima autoridad de su resguardo o por no haber cumplido los presupuestos jurisprudenciales para acceder al fuero especial, tienen derecho a pagar su condena en un pabellón especial que les garantice la protección de su derecho fundamental a la identidad cultural, o a ser enviados a su resguardo para cumplir dentro de su ámbito territorial la sanción.
7.2. En el evento en el que una persona indígena sea responsable de la comisión de un delito, no cumpla con los presupuestos jurisprudenciales para acceder al fuero especial y haya sido condenado por la jurisdicción ordinaria, ésta podrá cumplir la condena en su resguardo indígena siempre que la máxima autoridad indígena así lo solicite y la comunidad cuente con instalaciones idóneas para garantizar la privación de la libertad en condiciones dignas y con vigilancia de su seguridad.

7.3. En acatamiento de la jurisprudencia constitucional, el Legislador decidió proferir la Ley 1709 de 2014, con el propósito de regular de la mejor manera posible la forma de llevar a cabo la coordinación entre las autoridades indígenas y las de la justicia ordinaria, en lo que tiene que ver con el traslado de un resguardo a un centro penitenciario, o viceversa. Los órganos judiciales accionados en esta oportunidad declararon conocer las reglas jurisprudenciales (se refirieron a la sentencia T-921 de 2013, aunque como se demostró previamente, se trata de una línea jurisprudencial consolidada), pero decidieron no aplicarlas por considerar que (i) esa sentencia tiene carácter inter partes y (ii) es necesario esperar a que se reglamente la Ley citada para acceder a la petición de traslado”.
 -negrillas excluidas-
Como se observa, bien podría concluirse que las personas que en su calidad de indígenas cumplan las condiciones a las que hace alusión el citado precedente, y que se encuentren actualmente privadas de su libertad en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, estarían en posibilidad de acceder a un traslado hacia su resguardo, previa coordinación entre la judicatura y las autoridades indígenas de la comunidad a la que pertenezcan.
Lo anterior traduce, que la acción de tutela se torna improcedente ante la existencia de un medio ordinario de defensa judicial, que no es nada distinto a acudir ante los jueces encargados de la vigilancia de su pena y presentar la solicitud respectiva con el lleno de esos requisitos. Y frente a esa específica situación, la Sala desconoce si los posibles interesados han obrado en tal sentido y si por demás las autoridades indígenas han solicitado al juez que vigila la pena el respectivo traslado una vez concedido el beneficio temporal al que hace alusión del Decreto 546 de 2020.
En ese orden de ideas, no podría la Sala por medio de esta acción excepcionalísima, proferir una decisión que pueda ser favorable para los intereses de los demandantes, toda vez que en atención al requisito de subsidiariedad que rige la tutela, y ante la existencia de esos otros medios de defensa judicial, los mecanismos ordinarios deben ser agotados en su integridad, sin conocerse si en esa dirección han obrado o si en verdad alguno o algunos de los accionantes efectivamente tienen la condición de indígenas.

SEGUNDA CONCLUSIÓN: El hecho de que el Decreto que genera la inconformidad de los demandantes no diga expresamente que aquellos que tengan la condición de indígenas pueden surtir el beneficio transitorio en sus resguardos, no significa que esa posibilidad esté prohibida. Al respecto se deben aplicar las orientaciones que contempla la jurisprudencia de la Corte Constitucional que viabilizó esa opción, siempre y cuando se cumplan las exigencias que allí se establecen.
O dicho en palabras sencillas para todos los internos que presentan esta tutela: AQUELLOS QUE PUEDAN ACREDITAR LA CONDICIÓN DE INDÍGENAS, EN CASO DE QUE LOGREN ACCEDER A LOS BENEFICIOS DEL DECRETEO DE EMERGENCIA, PODRÁN SOLICITAR EL TRASLADO A SUS RESPECTIVOS RESGUARDOS A LA AUTORIDAD JUDICIAL A CUYA DISPOSICIÓN SE ENCUENTRAN, ANEXANDO LA DOCUMENTACIÓN QUE ACREDITE EL CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS, CON MIRAS A QUE EL JUEZ COORDINE EL DESPLAZAMIENTO CON LA AUTORIDAD INDIGENA DEL CABILDO AL CUAL PERTENECEN. 
- Recibo de correspondencia en el Establecimiento Carcelario y realización de audiencias virtuales.

En cuanto a la exigencia que elevan los accionantes, para que se les garantice el recibo de correspondencia con destino a los entes de control y familias, o se les autorice la comunicación virtual con sus respectivos núcleos familiares por medio de las nuevas tecnologías accesibles a sus contactos, e igualmente en lo relativo a disponer de medios tecnológicos para adelantar audiencias virtuales en los procesos vigentes, debe decir el Tribunal que ello se encuentra debidamente reglado en el artículo 72 de la Ley 1709 de 2914, que modificó el artículo 111 de la Ley 65 de 1993, porque allí se estableció lo pertinente en punto del tema de comunicaciones de la población privada de la libertad. Muy concretamente en ese estatuto se señala:

“Artículo 111. Comunicaciones. Las personas privadas de la libertad se comunicarán periódicamente con su núcleo social y familiar por medio de correspondencia, servicios de telecomunicaciones autorizados por el establecimiento penitenciario, así como visitas y redes de comunicación interconectadas o Internet, de uso colectivo y autorizadas previamente por el establecimiento penitenciario, los cuales tendrán fines educativos y pedagógicos y servirán de medio de comunicación. En todo caso, se dispondrá de salas virtuales para la realización de este tipo de visitas. Todos los servicios de Tecnologías de la Información y Telecomunicaciones aquí descritos deberán ser autorizados y monitoreados por el Inpec. Cuando se trate de un detenido, al ingresar al establecimiento de reclusión, tendrá derecho a indicar a quién se le debe comunicar su aprehensión, a ponerse en contacto con su abogado y a que su familia sea informada sobre su situación. 
El Director del centro establecerá, de acuerdo con el reglamento interno, el horario y modalidades para las comunicaciones con sus familiares. En casos especiales y en igualdad de condiciones pueden autorizarse llamadas telefónicas, debidamente vigiladas. 
Las comunicaciones orales, escritas o virtuales previstas en este artículo podrán ser registradas mediante orden de funcionario judicial, a juicio de este o a solicitud de una autoridad del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, bien para la prevención o investigación de un delito o para la debida seguridad carcelaria. Las comunicaciones de los internos con sus abogados no podrán ser objeto de interceptación o registro. 
Por ningún motivo, ni en ningún caso, los internos podrán tener aparatos o medios de comunicación privados, tales como fax, teléfonos fijos o móviles, busca personas o similares. El sistema de comunicación para la población reclusa deberá contener herramientas y controles tendientes a garantizar la seguridad del establecimiento y a evitar la comisión de delitos. Los internos solo podrán acceder a través de sistemas autónomos diseñados específicamente para el sistema penitenciario, garantizando la invulnerabilidad de la información y la disposición de la misma a las autoridades pertinentes. 
La recepción y envío de correspondencia se autorizará por la Dirección conforme al reglamento. Para la correspondencia ordinaria gozarán de franquicia postal los internos y los establecimientos de reclusión del país, siempre que en el sobre respectivo se certifique por el Director del centro de reclusión […]”

Como se aprecia, existe una normativa específica que regula lo atinente a las comunicaciones en el interior del Establecimiento Carcelario, el cual debe ser de acatamiento no solo por el personal privado de la libertad sino por las autoridades administrativas de la reclusión. Y si bien en este caso se indica que “no se les permite enviar comunicaciones sino atinentes a comunicaciones relativas a subrogados penales, tutelas y habeas corpus, sin permitírseles acudir por esos mismos medios a sus abogados y organismos de control”, debe manifestarse que salvo lo expresado en forma genérica por los accionantes, no existe prueba alguna que corrobore que en efecto una tal situación específica haya tenido ocurrencia.

Desde luego, es apenas obvio que por el hecho de hallarnos en una situación de emergencia, las autoridades carcelarias se vieron obligadas a adoptar diversas medidas tendientes a prevenir el ingreso, entre ellas la suspensión de visitas familiares, de personal externo como docentes, y limitar al máximo la incorporación del personal de guardia a los pabellones, además de disponer que el personal administrativo labore desde su residencia. Todo lo cual, sin duda alguna, limitó la capacidad operativa para atender tales requerimientos de los internos. Pero, en momento alguno y desde luego, se puede limitar el ejercicio de un derecho constitucional como es el de petición, o el poder comunicarse por medio escrito con sus abogados y parientes -al tener en cuenta que su ingreso se encuentra restringido- o de manera directa con las diversas autoridades judiciales; para lo cual, como se evidencia en este caso y en otros que han sido conocidos por esta Corporación, se ha tenido la colaboración del personal del INPEC, los cuales por medios tecnológicos han enviado las comunicaciones de los internos a los diversos despachos judiciales. 
Téngase en cuenta eso sí, que en relación con la restricción de las visitas domiciliarias, la misma normativa aludida dispone la posibilidad que tienen previa autorización del INPEC, de establecer conexiones con sus familiares, las cuales se están presentando según se desprende de lo aludido al respecto en el escrito de tutela que se acumuló a este asunto de JHONNY ALEJANDRO PALACIO PINEDA, quien textualmente indicó que: “Las Visitas Virtuales son insuficientes debido al alto número de internos y a la poca capacidad física”, es decir, que no es cierto que se hayan prohibido, sino que la capacidad instalada resulta insuficiente. 

En síntesis, la afirmación consistente en que los equipos dispuestos para tal efecto no son suficientes, no por ello se puede asegurar la existencia de una afectación injusta, indebida o arbitraria del derecho que tienen de contactarse con sus familias, en tanto las autoridades carcelarias seguramente carecen de los recursos necesarios para disponer de tales elementos. Pero aun así, se itera, no han impedido, o por lo menos no existe prueba cierta a ese respecto, que se dé la comunicación entre los internos y sus familias, aunque ese derecho se vea limitado un poco en atención a las actuales circunstancias.

Finalmente, en lo que tiene que ver con la celebración de audiencias virtuales, es evidente que en la actualidad las mismas se adelantan por parte de los despachos judiciales que tienen a su cargo personas privadas de su libertad, convirtiéndose estas en el principal medio para atender el servicio de la Administración de Justicia con ocasión de la emergencia sanitaria. Y para ese efecto se ha contado con la colaboración no solo de las autoridades carcelarias, sino de la misma Defensoría del Pueblo y de la Fiscalía General de la Nación, quienes han estado prestos a la celebración de las diferentes audiencias por medios virtuales, con fundamento en lo cual no se avizora afectación alguna a derechos fundamentales.

TERCERA CONCLUSIÓN: No existe prueba alguna acerca de la prohibición de acceder a las comunicaciones por parte de los internos, aunque sí una limitación evidente en consideración a las circunstancias propias de la presente emergencia, lo que descarta un proceder injustificado, indebido o arbitrario de parte de las autoridades carcelarias.

- En lo relativo al servicio de salud y protección a los internos.

Según se comunicó por parte de la Dirección del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, a la fecha no existe un solo caso positivo de Covid-19 reportado en el interior del Penal, y ello se ha dado precisamente por las medidas de prevención que ha adelantado el INPEC encaminadas a contener el ingreso del virus por parte del personal de custodia o vigilancia o administrativos, quienes deben someterse a un proceso de desinfección no solo con antelación a ingresar a las instalaciones de la reclusión, sino incluso en su interior si pretenden acudir a los pabellones. A la vez que se han dispuso de elementos de protección en cuando al traslado a centros médicos de internos se refiere, con miras a minimizar el riesgo de contagio. 
Se certifica igualmente, que en el interior del establecimiento se han realizado jornadas de limpieza y desinfección, y que se han dado instrucciones precisas al Fondo de Atención en salud para adquirir elementos de aseo, consistentes en gel antibacterial y jabón para el adecuado lavado y limpieza de manos. Así mismo, la Secretaría de Salud -como se advierte de recientes noticias locales, dado que esa autoridad no dio respuesta a la tutela- realiza visitas constantes para apoyar a las autoridades penitenciarias en la labor que actualmente realizan para evitar el contagio del virus a los internos. 
Los internos solicitan que el INPEC los provea de un “kit de bioseguridad” para protegerse del contagio, exigencia que la Corporación la cataloga como entendible en consideración a las actuales circunstancias, en particular porque desde luego lo deseable es no agotar esfuerzos en esa dirección.

La realidad enseña sin embargo, que el juez de tutela solo está en la posibilidad de ordenar lo que esté dentro de las posibilidades existente, y sin afectar el derecho a la igualdad. Luego entonces, no se ve factible disponer a favor de los reclusos del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira se proceda a una dotación sofisticada a la que no se pueda acceder por parte del Estado para toda la población carcelaria, incluidos todos los internos y funcionarios de planta, pero no solo en la Cárcel de Pereira sino de todas las cárceles del país, ya que una orden en tal sentido debe cobijar no solo el segmento carcelario a nivel local sino de todo el país, so pena de desconocer el citado derecho a la igualdad.

Basta decir que se sabe de la urgencia de dotación que a la fecha existe en otras cárceles en donde ya presentan contagios efectivos del Covid-19; es el caso de la cárcel de Villavicencio o de la Picota que cuentan con un número mayor de personas recluidas. 

Así las cosas, la exigencia de una dotación de elementos de bioseguridad sofisticados, si es que ese fuera el caso, no sería consecuente con la carencia de tales elementos a nivel país, tal cual se ha evidenciado especialmente en el sector salud, cuyos integrantes a pesar de estar en “la primera línea de batalla frente a la pandemia” carecen de los elementos requeridos para efectuar su labor, y no solo por falta de presupuesto, sino porque esos materiales han escaseado por tratarse una problemática mundial.

Sea como fuere, considera la Colegiatura que al menos los elementos básicos de protección sí se tienen previstos por las autoridades carcelarias, porque lo que se ha certificado de parte del INPEC es el suministro de una mascarilla y la dotación de gel antibacterial para que los internos puedan lavarse continuamente sus manos, y de esa manera evitar el contacto o la transmisión de fluidos, siendo ellas en principio las medidas más importantes para adoptar con miras a evitar una posible propagación de la infección.

Adicionalmente, de conformidad con lo expresado por el Ministerio de Justicia, se han establecido sendos protocolos que deben adelantarse por parte de los Establecimientos Penitenciarios, no solo para evitar la incursión del virus a los establecimientos, sino para atender la presencia de un posible caso positivo de Covid-19. En igual sentido, se dispuso la identificación de lugares en el interior de cada establecimiento para el aislamiento de casos probables; la restricción en el ingreso de nuevas personas detenidas en centro de reclusión transitoria -estaciones de policía y repatriados-; y la suspensión de actividades desarrolladas por colaboradores externos, y en la medida de lo posible de remisiones médicas y judiciales. 

Se advierte también, según lo indicó el Ministerio de Justicia, que por parte de la USPEC -quien no respondió la tutela- se requirió al Fondo de Atención en Salud PPL 2019, para establecer: a)- planes de contingencia que incluyan prevención y contención para una posible emergencia sanitaria por Covid-19, entre las cuales están la dotación al personal de salud, protocolos a aplicar en caso de presentarse personas con contagio; b)- contratar personal faltante para cubrir el servicio de salud en los establecimientos; c)- encuestas de tamizaje, priorización a personas que padezca comorbilidad asociada, y a la población mayor de 60 años; d)- coordinación en la prestación de salud con las EPS e IPS adscritas; e)- contratación de laboratorios clínicos para la toma de muestras; y f)- realización de brigadas de salud, lo mismo que garantiza la disponibilidad de elementos como el gel antibacterial, así como de medicamentos antigripales, y la limpieza y desinfección de los establecimientos en forma periódica, con la sucedánea búsqueda activa de personas con riesgos potenciales, la capacitación al personal de salud y la implementación de campañas pedagógicas.
Para la Sala por tanto, muy a pesar de las dificultades que a la hora de ahora enfrentan no solo las personas privadas de la libertad sino los funcionarios que allí prestan servicio, las autoridades penitenciarias están haciendo su mayor esfuerzo para mitigar, en lo posible, la incursión del virus a los penales, tal cual así lo reconocen incluso los mismos internos en su condición de demandantes. Bajo esa perspectiva, tampoco se puede concluir que se haya incursionado en la vulneración de derechos fundamentales.

Finalmente, aunque se pide en forma adicional que quienes sean merecedores de la prisión o detención domiciliaria transitoria sean afiliados al SISBEN, lo que corresponde sostener es que a raíz de la relación especial de sujeción en la que se encuentran las personas privadas de la libertad, el tema de salud está a cargo tanto del INPEC como del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2019, las cuales están plasmadas en el Manual Técnico Administrativo para la Prestación del Servicio de Salud en Personas Privadas de la Libertad, de lo cual se extrae que si bien el aludido Consorcio es el obligado a contratar las IPS habilitadas para suministrar la atención médica, también lo es que los centros de reclusión no solo brindar tal cuidado a nivel intramural, sino que deben gestionar los trámites para la consecución de citas médicas y autorizaciones requeridas.

En ese orden, salvo que los internos que puedan acceder a la prisión o la detención domiciliaria deseen afiliarse al régimen contributivo en salud, mientras ostenten su condición de privados de la libertad la atención en los servicios de salud corresponderá al INPEC y al aludido Fondo, por lo cual lo que piden los accionantes para que quienes accedan a tal sustituto sean afiliados automáticamente al SISBEN, no puede prosperar.

CUARTA CONCLUSIÓN: Las protecciones básicas o esenciales en salud de la población carcelaria, están garantizadas dentro de lo posible acorde con la vida en reclusión, incluso en las circunstancias actuales de apremio con ocasión de la pandemia del Covid-19. De requerirse una atención más especializada, deberá darse una priorización por parte de las autoridades carcelarias en atención a las posibilidades existentes. No se vislumbra en consecuencia un desconocimiento censurable en esta materia de parte de las directivas del Centro de Carcelario en esta capital, más allá de las dificultades propias del hacinamiento que se intenta conjurar con las medidas de excepción adoptadas por el Gobierno Nacional.
- Reducción o gratuidad de los servicios de telefonía.

Como un capítulo independiente se trae lo atinente a las tarifas de las comunicaciones que desde el interior del establecimiento pueden realizar los internos a precios más módicos o que incluso durante el Estado de Emergencia se preste de forma gratuita. 

Sobre el particular debe decirse que la tutela no es el medio idóneo para efectuar un reclamo de tal naturaleza. Ello en cuanto la prestación del servicio telefónico en el interior de los penales obedece a un contrato suscrito por el INPEC con las diferentes empresas que atienden tal labor, y, por ende, la única manera en que pudiera darse algún privilegio en ese sentido, requiere del consenso de las partes contratantes; es decir, que se respete el ejercicio de la autonomía en cada uno de los involucrados, muy particularmente que accedan temporalmente a realizar alguna modificación al contrato, máxime cuando ello indefectiblemente podría tener repercusiones económicas para el contratista. 

En ese orden de ideas, muy a pesar que el objetivo que se pretende es loable, no puede la justicia constitucional darle órdenes a un particular en esa dirección, cuando de por medio no se advierte la vulneración de un derecho fundamental en cabeza del prestador de ese servicio.

Podría sí representar quizá una iniciativa válida para que el establecimiento la tuviera en consideración a raíz del estado de emergencia, pero en ese plano se trataría de una facultad potestativa de parte del ejecutivo, y no de una obligación exigible en la esfera judicial.  

QUINTA CONCLUSIÓN: No hay forma de extender la tutela para que el juez constitucional exija al prestador del servicio de telefonía en el interior del centro penitenciario, el cobro de una tarifa menor o su gratuidad por el tiempo que dure la emergencia, al existir de por medio una contratación que se debe respetar, salvo que el contratista acceda a ello en forma autónoma, o el INPEC opte por tomar una determinación en tal sentido bajo el amparo de alguna regulación en el estado de emergencia. 
- Creación de una mesa de diálogo regional.

En relación con la creación de una mesa de diálogo con los reclusos que no sean excarcelados y que se cuente con un representante de los internos por cada regional, debe decirse que tampoco puede ser el juez de tutela el llamado a ordenar la creación de dichas mesas de diálogo, en tanto ello corresponde a una labor que debe articularse entre el INPEC y las demás autoridades con las que se pretenda realizar, respecto de las cuales nada se dijo por parte de los demandantes.

SEXTA CONCLUSIÓN: Es inviable la creación por vía de tutela de una mesa de concertación, sin saberse a ciencia cierta las razones que ameritarían su conformación, y cuando por ley están diseñados los canales de comunicación a los cuales se debe acudir para solucionar potenciales divergencias. 
- Mejoramiento de la minuta alimenticia e implementación de jornada de trabajo.

Finalmente, en lo relativo a los dos últimos requerimientos que efectuó de manera individual el interno JHONNY ALEJANDRO PALACIO PINEDA, en la tutela que interpuso a título personal y que se acumuló en forma parcial a esta, los cuales hacen referencia a “la necesidad de mejorar la minuta alimenticia” y a “la implementación de las jornadas especiales de trabajo”, estima la Corporación que de considerarse que en el tema alimentario se presentan algunas irregularidades o pretenden que la dieta varíe, tal situación debe ser puesta en conocimiento de las autoridades carcelarias para que, de considerarlo procedente, se impartan instrucciones al proveedor de alimentos con miras a subsanar lo atinente a ese aspecto. 
Sea como fuere, se trata de una aseveración genérica que pretende un mejoramiento que siempre podría ser factible en todos los escenarios, pero sin que se haga una afirmación concreta alusiva a alguna deficiencia en la provisión de los alimentos, que pudiera poner en riesgo tanto el derecho a la salud como a una vida en condiciones dignas dentro del penal.
Y en cuanto a que se “implementen jornadas especiales de trabajo”, se hace evidente que por la situación actual no es posible continuar con las actividades normales que se desarrollaban en el interior del establecimiento carcelario. Lo cual obedece al hecho de haber sido suspendido el ingreso de personal foráneo a la institución, o sea el personal que capacitaba y enseñaba a los internos las diferentes labores en los talleres, con miras precisamente a evitar que pueda presentarse un caso de coronavirus en su interior dado que en estos momentos de crisis la protección de la vida está por encima de la educación, la recreación o las jornadas labores si ellas pueden generar una mayor concentración de personas.

Serán por tanto las autoridades penitenciarias en su autonomía, las que deberán determinar en qué momento se puede retornar esas actividades productivas.
SÉPTIMA CONCLUSIÓN: No se avizora la violación de garantías fundamentales que ponga en peligro la vida en condiciones dignas o la salud en sus componentes tanto físico como mental del interno PALACIO PINEDA, por una inadecuada alimentación o por la no realización de jornadas especiales de trabajo. 
ANOTACIÓN FINAL

No obstante que la tutela no procede, la Colegiatura estima necesario exhortar tanto al INPEC, a la dependencia donde se encuentran recluidos los aquí accionantes, como a la Secretaría de Salud del Municipio, para que, dentro de lo posible, se lleven a cabo todas las medidas de prevención, muy particularmente la realización de las pruebas de tamizaje para detectar el contagio del Covid-19 en el interior de la cárcel local, y de llegar a existir algún brote adoptar de inmediato los restantes protocolos que hayan sido diseñados para los demás centros penitenciarios del país que ya lo padecen, y de ese modo lograr un aislamiento efectivo que impida su propagación. Con miras a que se cumplan esas sugerencias se librarán por Secretaría los oficios pertinentes.
Por todo lo expuesto, como quiera que para la Corporación en momento alguno se han vulnerado por parte de las directivas del Establecimiento Carcelario con sede en esta capital los derechos esenciales de los cuales son titular las personas privadas de la libertad, se negará el amparo.
5.- DECISIÓN 

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE NIEGA la acción de tutela interpuesta a nombre propio por los internos CARLOS HUMNERTO MARTÍNEZ OSPINA, JHONNY ALEJANDRO PALACIO PINEDA y 976 internos más, en contra del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de la ciudad de Pereira (Rda.), por los motivos expuestos en la parte considerativa de esta providencia.

SEGUNDO: No obstante que la tutela no procede, la Colegiatura estima necesario exhortar
 tanto al INPEC, a la dependencia donde se encuentran recluidos los aquí accionantes, como a la Secretaría de Salud del Municipio, para que, dentro de lo posible, se lleven a cabo todas las medidas de prevención, muy particularmente la realización de las pruebas de tamizaje para detectar el contagio del Covid-19 en el interior de la cárcel local, y de llegar a existir algún brote adoptar de inmediato los restantes protocolos que hayan sido diseñados para los demás centros penitenciarios del país que ya lo padecen, y de ese modo lograr un aislamiento efectivo que impida su propagación. Con miras a que se cumplan esas sugerencias se librarán por Secretaría los oficios pertinentes.

TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
ANEXO 2

RESPUESTA DE OTROS JUZGADOS QUE SE PRONUNCIARON EN RELACIÓN CON LA PRESENTE ACCIÓN DE TUTELA.

1)- Por parte de los Juzgados Penales del Circuito Especializados:

- Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Medellín (Ant.): señala que a la fecha no tiene por cuenta de ese despacho ningún interno en el Establecimiento Penitenciario de Pereira, y por ende no ha vulnerado derecho fundamental alguno.  Pide en consecuencia su desvinculación al no quebrantar garantías, por lo cual se debe declarar la improcedencia del amparo.

- Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.): manifiesta que por ser el Decreto 546 de 2020 la norma directamente atacada por la tutela, el control de constitucionalidad que demandan los accionantes, no es competencia de los jueces penales, misma que está asignado de manera exclusiva a la Corte Constitucional, y las disposiciones contenidas en la aludida norma son potestativas del Gobierno Nacional, y su cumplimiento se somete a las medidas allí adoptadas. Estima que en lo atinente a la detención domiciliaria para los no sentenciados, tal solicitud debe elevarse ante los jueces con función de control de garantías. Pide en consecuencia se declare improcedente la acción impetrada.

- Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado de Ibagué (Tol.): expresa que  al consultar los procesos a su cargo advierte que actualmente no se encuentra ningún proceso con privado de la libertad en Establecimiento Carcelario de Pereira, y por ende no emite pronunciamiento frente a los señalado por los accionantes. Así mismo, expresa que si bien les llegó solicitud de prisión domiciliaria transitoria y por padre cabeza de familia del señor NELSON CÁRDENAS MILLÁN, quien se encuentra privado de la libertad en Pereira, al haber sido condenado por ese despacho en septiembre 20 de 2012, cuyo proceso surte el trámite de casación, se dispuso oficiar a la Corte Suprema de Justicia para que remitiera la sentencia de primera y segunda instancias, y a la cárcel los documentos requeridos para proceder a resolver lo pedido. Estima que ante la ausencia de vulneración a derechos y garantías fundamentales se debe declarar improcedente la tutela.

- Juzgado Penal del Circuito Especializado de Puerto Asís (Ptyo.): informa que con ocasión de la declaratoria del Estado de Emergencia a raíz de la propagación del Covid-19, el Consejo Superior de la Judicatura ha proferido diversos Acuerdos por medio de los cuales adoptó diversas medidas para garantizar la prestación del servicio, y en cumplimiento de ello se han tramitado con normalidad las acciones constitucionales y la realización de audiencias virtuales con personas privadas de la libertad en diferentes cárceles del país. Por ello, considera que no tiene injerencia en relación con la expedición de Decretos y por ende en ninguna afectación a derechos fundamentales se ha incurrido. Pide su desvinculación.

- Juzgado Penal del Circuito Especializado de Riohacha (G.): aduce que revisados los libros índices y libros de radicación del Juzgado, no se encontró proceso donde se encuentre relacionada persona privada de la libertad en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira “Cárcel de varones la 40”, y por ende está exento de la trasgresión a los derechos fundamentales por ellos reclamados. Pide su desvinculación de la Acción Constitucional al no tener injerencia alguna en los hechos y pretensiones que dieron origen a la misma.

- Juzgado 10º Penal del Circuito Especializado de Bogotá D.C.: informa que luego de verificar la acción de tutela, encuentra que en la misma está  relacionado como accionante el señor EDWARD STIVEN PADILLA ÁLVAREZ firmante en el renglón No. 815 del listado, frente al cual ese despacho en marzo 29 de 2019 fallo en su contra por la vía del preacuerdo, y una vez en firme la sentencia la totalidad de la actuación fue remitida a los Juzgados Penales del Circuito -reparto- de Sincelejo (S.) por ser el juez natural al tratarse de una medida de descongestión. Pide su desvinculación de la presente tutela.

-Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Barranquilla (Atl.): manifiesta que a raíz de la extensa lista de accionantes, si alguno se encuentra bajo sus órdenes, deberá elevar la respectiva petición de libertad, la cual se resolverá de conformidad con las excepciones establecidas por los decretos que expidió el Gobierno Nacional y el Consejo Superior de la Judicatura por motivos de las medidas sanitarias del Covid-19. De igual manera, esgrime que la tutela no es la vía procedente, ante la existencia de los otros medios ordinarios.

2)- Por parte de los Juzgados Penales y Promiscuos del Circuito con función de conocimiento:

- Juzgado 1º. Penal del Circuito de San Gil (Sder.): manifiesta que dentro de los procesos que adelanta ese despacho no hay persona detenida que se encuentre en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, por lo cual se evidencia que no ha quebrantado derechos fundamental alguno y  pide su desvinculación.

- Juzgado 9º Penal del Circuito de Bucaramanga (Sder.): señala que lo pedido por accionantes no corresponden a la competencia de ese despacho judicial, dado que son de resorte del Presidente de la República, del Congreso de la República, del Ministerio de Justicia, del Consejo Superior de la Judicatura, de la Dirección Nacional del  INPEC, y de organismos de carácter nacional; igualmente ninguna de las peticiones está en la órbita de las funciones o posibilidad de decisión de ese juzgado, por lo que se solicita la improcedencia de esta acción constitucional. 

- Juzgado 18 Penal del Circuito de Cali (V.): sostiene que una vez se revisó la base de datos no encontró a la fecha proceso vigente con procesado interno en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de la ciudad de Pereira, razón por la cual no se han afectado derechos fundamentales. Así mismo, dentro de las peticiones elevadas por los accionantes ese despacho no es competente para realizar juicios de constitucionalidad y legalidad sobre los Decretos Leyes, Resoluciones y Circulares expedidas por el Gobierno Nacional, así como tampoco de los respectivos Actos Administrativos Judiciales emitidos por el Consejo Superior de la Judicatura, motivo por el cual tampoco se vulnera derecho fundamental a los accionantes, en tanto existe el control de Constitucionalidad y Legalidad, ejercido por la Corte Constitucional, Consejo de Estado y demás justicia del contencioso administrativo. Al carecer de legitimidad por pasiva y ser improcedente la acción constitucional, pide se niegue la tutela y se proceda a su desvinculación.

- Juzgado 1º Penal del Circuito de Apartadó (Ant.): la tutela no está prevista para que el aparato jurisdiccional desplace al Ejecutivo en asuntos administrativos delegados en virtud de la emergencia decretada, y en este caso los  accionantes pueden ejercer las acciones pertinentes ante el Estado Jurisdiccional competente, y solicitar medidas provisionales de carácter urgente, las que tiene el mismo nivel de eficacia que las medidas provisionales previstas para la acción de tutela y por ende lo pretendido en la tutela es inadmisible. Señala que no encuentra razón para su vinculación toda vez que ningún Juez Penal de este país suscribió el Decreto Legislativo objeto de la controversia, ni ha desplegado acciones concretas para amenazar o violar ninguno de los derechos fundamentales invocados por los accionantes. En consecuencia, se debe rechazar el amparo constitucional.

- Juzgado 30 Penal del Circuito de Bogotá D.C.: indica que al revisar el archivo del despacho, se logró establecer que actualmente no cursa ningún proceso en contra de alguno de los accionantes, razón que lo exime de adoptar decisión de cara a las pretensiones de la demanda de amparo, máxime que se avizora una clara falta de legitimación en la causa por pasiva en relación con la presunta afectación de derechos, por lo cual pide su desvinculación.

- Juzgado 29 Penal del Circuito de Medellín (Ant.): verificada la base de datos del juzgado, se evidenció que a la fecha no tramita proceso penal contra algún ciudadano privado de la libertad en el Establecimiento Carcelario de Pereira, y dado que no se vulnera derecho fundamental alguno a los accionantes por parte de este Despacho, solicita se niegue el amparo invocado  y se desvincule del trámite adelantado, toda vez que las peticiones incoadas por los accionantes desbordan las competencias atribuidas a los Jueces de la República, en tanto, los eventos y condiciones que ponen de presente los accionantes se clasifican dentro de las funciones legalmente asignadas al Gobierno Nacional y al Instituto Penitenciario y Carcelario-INPEC.

-Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira (Rda.): ese despacho judicial no ha transgredido ninguno de los citados derechos fundamentales, pues ha obrado conforme a la ley y a la Constitución Nacional. Agrega que con ocasión del Decreto Legislativo 546 de 2020, emitido por el Gobierno Nacional, solo se ha recibido una solicitud a la fecha, que se tramitó de conformidad con los parámetros establecidos en la mencionada norma, así mismo, las peticiones deprecadas por los actores no son competencia de esta judicatura, por lo que pide que estas sean negadas por falta de legitimación en la causa por pasiva.

- Juzgado 1º Penal del Circuito de Bello (Ant.): las medidas solicitadas por los Actores son de competencia de la Rama Legislativa del Poder Público como órgano encargado de emitir las Leyes o del Gobierno Nacional en los casos que la Constitución y la Ley Estatutaria de Estados de Excepción le otorga poderes para legislar, en consecuencia, pide su desvinculación.

-Juzgado Promiscuo del Circuito de Santa Rosa de Osos (Ant.): esgrime que revisados los procesos penales que se encuentran en etapa de conocimiento en ese despacho, se encontró que ninguno de los procesados se halla privado de la libertad en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira (Rda.), y por tanto no se emitirá pronunciamiento alguno frente a sus pretensiones.

-Juzgado 4ºPenal del Circuito de Ibagué (Tol.): se abstiene de hacer cualquier pronunciamiento frente a lo expuesto en la demanda de tutela, por cuanto en la misma no se observa que ese juzgado frente a los motivos que estructuran la solicitud esté relacionado directa o indirectamente como presunta autoridad judicial que vulnere alguno de los derechos fundamentales invocados. Pide en consecuencia su desvinculación.

- Juzgado 24 Penal del Circuito de Bogotá D.C.: la situación actual que declaró la emergencia sanitaria provocada por el Covid-19 es un asunto de fuerza mayor o caso fortuito. Adicionalmente, al observar el escrito de los accionantes y al verificar las pretensiones las mismas, estas escapan de su competencia, por lo cual no se ha afectado derecho constitucional alguno, y por ende pide se declare improcedente la acción de tutela.

- Juzgado 1º Penal del Circuito de Ocaña (Nte. Sder.): a la fecha no se ha recibido solicitud de sustitución de la pena alguna dentro de los procesos que se adelantan en ese despacho; de igual manera, el decreto legislativo 546 de 2020 regula el procedimiento a surtirse, para que sean los jueces de control de garantías y/o conocimiento y de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, según sea el caso, quienes decidan si es procedente o no la sustitución de la medida o de la pena. Al no evidenciarse vulneración de derechos fundamentales, pide desestime la acción de tutela interpuesta.

- Juzgado 2º Promiscuo del Circuito de Corozal (S.): se indica que al efectuar la búsqueda en las bases de datos del despacho se pudo constatar que no cursa proceso alguno a ninguno de los accionantes que promueven la presente acción constitucional. En virtud de ello no existe violación de derechos y garantías constitucionales por parte de esa agencia judicial, por lo cual pide su desvinculación y se le exonere de cualquier responsabilidad. 

- Juzgado 36 Penal del Circuito de Bogotá D.C.: revisado el archivo del juzgado no se avizoró la existencia de actuaciones contra la parte actora ni ninguna otra persona privada de la libertad en dicho Establecimiento, así mismo señala que a la fecha no se ha recibido ninguna solicitud para la aplicación de la prisión domiciliaria transitoria, al ser del resorte del Gobierno Nacional la determinación de las condiciones para hacer efectiva la protección de la población reclusa, como así se hizo mediante el Decreto 546 de 2020, por lo cual considera que no se configura vulneración a derechos fundamentales. Pide su desvinculación de este trámite.

- Juzgado 1º Penal del Circuito de Montería (Cor.):se señala, entre otros aspectos, que en atención al principio de subsidiariedad el reclamo para dejar sin efectos el artículo 6º del Decreto Legislativo 546 de 2020, y el Acuerdo PSCJA20-1151715 del Consejo Superior de la Judicatura, se puede acudir a la demanda de Inconstitucionalidad ante la Corte Constitucional y ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa a través de un proceso de Nulidad, respectivamente. Aduce además que la tutela no procede contra actos de carácter general, impersonal y abstracto, y en lo atiente a que se expidan decretos con fuerza de ley para lograr la eliminación de la valoración de la gravedad de la conducta punible y el pago de caución prendaria como requisito para resolver las solicitudes de subrogados penales, ello sería como derogar parte del código penal en sus causales de agravación punitiva, lo que no puede ser objeto de reproche por medio de la acción de tutela, y ello se constituye en otra razón más para declarar su improcedencia. Frente a los demás reclamos elevados por los accionantes –relativos a correspondencia, comunicaciones, etc.-, considera que la acción de tutela no es el mecanismo para regular ese tipo de situaciones.

- Juzgado 1º Penal del Circuito de Medellín (Ant.): esgrime que de acuerdo con lo pedido por los accionantes, ese despacho no ha vulnerado derecho fundamental alguno, porque el actuar del mismo en las intervenciones relativas con el derecho a la libertad de los ciudadanos ha sido conforme a la ley y ha estado regido por el debido proceso, sin tener ninguna injerencia frente a la administración y manejo de los establecimientos carcelarios, lo que es motivo de censura de la parte accionante. Igualmente no se cuenta a la fecha con ninguna solicitud frente algún interno del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, ni se adelanta ninguno proceso con detenido en dicho centro de reclusión. Agrega que en la actualidad se adelantan audiencias virtuales con los detenidos en los diferentes centros de reclusión. 

-Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.): considera que no ha violado ningún derecho fundamental de los privados de la libertad, ya que hasta el momento no le ha sido allegada ninguna solicitud de parte de los mismos con relación a los temas señalados, y las diligencias que allí reposan se han diligenciado en forma virtual, en tanto los términos no se han suspendido y por ello han utilizado las herramientas tecnológicas para realizar las diferentes audiencias. Agrega que los demás temas que toca la solicitud no son del resorte de la Rama Judicial, por cuanto será la entidad del Gobierno que corresponda quien tome las medidas para cambiar las normas que en este momento rigen y que no permiten que se concedan dichos beneficios a las personas que se encuentren dentro de las exclusiones del Decreto 546 de 2020. Pide en consecuencia que se niegue la tutela impetrada.

- Juzgado 2º Penal del Circuito de Bello (Ant.): de conformidad con la Emergencia Sanitaria por la que atraviesa el país, el Presidente ha adoptado diferentes medidas para preservar la vida de todos los colombianos, entre ellas la expedición del Decreto 546 de 2020, pero para su procedencia se deben cumplir unas condiciones que deben examinarse en cada caso concreto para no generar una excarcelación masiva, sin considerar aspectos implicados para la seguridad de la comunidad, las víctimas y los fines de la pena, por lo cual no es aceptable lo pedido frente a la eliminación de la valoración de la gravedad de la conducta, como tampoco para quienes gozan de permiso de 72 horas. Agrega que no está dentro de sus facultades legales modificar el mandato legal, máxime que la tutela no es el mecanismo idóneo para resolver lo pedido debido a su carácter residual y subsidiario. Pide en consecuencia se declare improcedente la acción.

- Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.): informa que los procesos penales que ha adelantado han sido rigurosamente respetuosos de las disposiciones legales y constitucionales pertinentes, y no se avizora quebrantamiento alguno a los derechos de los accionantes, por tal razón se opone a lo pretendido.

- Juzgado 31 Penal del Circuito de Bogotá D.C.: aduce que revisados los libros del despacho no encuentra que exista algún detenido en la Cárcel de Pereira, por lo cual no es posible dar más información respecto a la acción de tutela instaurada por los internos del Establecimiento Carcelario de esta capital.

- Juzgado 2º Penal del Circuito de Bogotá D.C.: comunica que revisado el libro radicador de procesos de este despacho, se procedió a constatar la lista de los accionantes que se relacionan que se adjunta, sin encontrar proceso alguno en contra de estos.

- Juzgado 36 Penal del Circuito de Bogotá D.C.: indica que no se ha presentado ante el despacho solicitud alguna en relación con el Decreto 546 de 2020, al ser competencia del Gobierno Nacional la determinación de las condiciones para hacer efectiva la protección de los derechos de los reclusos, razón por la cual no se configura vulneración de derechos fundamentales; así mismo señala que con ocasión de las medidas transitorias adoptadas por la Presidencia de la República y el Consejo Superior de la Judicatura, se han realizado audiencias virtuales con personas privadas de la libertad. Pide su desvinculación de este trámite.

- Juzgados 49 y 57 Penal del Circuito de Bogotá D.C.: se pronuncian en idénticos térrninos, en el sentido que luego de analizar la tutela y las pretensiones contenidas en la misma, se advierte que la situación allí propuesta en modo alguno es del resorte de los juzgados de esta categoría, en tanto implican la adopción de medidas inherentes a las funciones propias de las autoridades carcelarias y penitenciarías, además de contravenir las disposiciones creadas por la Presidencia de la República al respecto. Agregan además que no les han sido asignadas ninguna solicitud con fundamento en el Decreto 546 de 2020, y por tanto ninguna injerencia tienen frente a los hechos y pretensiones materia de la demanda, como tampoco frente a la pretendida inaplicación de la suspensión de términos judiciales y de las demás medidas dispuestas por el Consejo Superior de la Judicatura, las que, por el contrario, deben ser acatadas forzosamente por ese despacho. Solicita en consecuencia su desvinculación.

- Juzgado 3º Penal del Circuito con funciones Mixtas de Bucaramanga (Sder.): se informa que  las pretensiones de los accionantes debe solventarlas la autoridad competente esto, es, el Gobierno Nacional en virtud del Decreto Ley 417 del 17 de marzo de 2020 mediante el cual se declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional, o en su defecto al Rama Legislativa del Poder Público en coordinación con el Ministerio de Salud y Protección Social el INPEC y la USPEC con la debida vigilancia de los órganos de control. Aduce que el Decreto Legislativo Número 546 del 14 de abril de 2020, como las demás normas expedidas al interior de la emergencia económica, tienen un control especial ante la Corte Constitucional distinto a la de la acción de tutela, e igualmente refiere que es competencia legitima y válida que el Consejo Superior de la Judicatura determine las suspensión de términos por motivos de salubridad pública y fuerza mayor, pero aun así se ha exceptuado la misma en procesos con personas privadas de la libertad y ad portas de prescribir.

- Juzgado 42 Penal del Circuito de Bogotá D.C.: revisado el radicador sistematizado de dicha sede judicial se determinó que no cuenta con ningún proceso activo con privado de la libertad en Establecimientos Carcelarios en Pereira; así mismo, en razón a las pretensiones de los accionantes, ese despacho no tiene injerencia para emitir pronunciamiento al respecto, en razón a que se hace alusión a disposiciones emitidas por organismos superiores, y serán ellos los llamados a pronunciarse frente a sus reclamos, por lo cual no se puede predicar vulneración de derechos fundamentales.

- Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira (Rda.): no se ha trasgredido derecho alguno a los accionantes, en tanto siempre ha obrado conforme a la Constitución y la Ley, sin que a la fecha con ocasión del Decreto 546 de 2020 se hubiera recibido solicitud alguna. Agrega que lo pretendido por los accionantes no es competencia de ese despacho y en consecuencia pide se niegue el amparo ante la falta de legitimación en la causa por pasiva.

- Juzgado 1º Penal del Circuito de Quibdó (Ch.): se indica que no existen detenidos por órdenes suyas en el Establecimiento Penitenciario de Pereira, y por ende no se han vulnerado derechos a los accionantes, por lo cual se abstiene de emitir pronunciamiento de fondo. Pide se despache negativamente la tutela.

- Juzgado 16 Penal del Circuito Bogotá D.C.: refiere que ese despacho conoce actualmente de manera exclusiva los procesos penales donde FONCOLPUERTOS o CAJANAL son víctimas, y no tiene en la actualidad a disposición personas privadas de la libertad, porque la vigilancia de las sanciones irrogadas en sentencias debidamente ejecutoriadas están en cabeza de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad. Agrega que frente a las pretensiones plasmadas en el libelo tutelar, se observa que escapan de su competencia, en tanto lo que persiguen es modificar el Decreto Legislativo 546 de 2020, lo que no pertenece al fuero de funciones que la Ley le ha asignado, ni mucho menos le corresponde adoptar o ejecutar medidas para conjurar el hacinamiento carcelario o el riesgo de contagio del Covid-19, ni en su defecto crear una nueva legislación para abordar la situación fáctica plasmada por los accionantes. Al no vulnerar derechos fundamentales pide se niegue el amparo o en subsidio declararlo improcedente ante la existencia de otros medios de defensa judicial.

- Juzgado 3º Penal del Circuito de Armenia (Q.): no registra personas privadas de la libertad al interior del Establecimiento Carcelario de Pereira y por ende no se encuentra incurso en desconocimiento de los derechos fundamentales cuya salvaguarda invocan, máxime cuando el deber que tiene todo ciudadano es acudir primero a la utilización de los medios de defensa ordinarios antes de hacerlo por la vía de la tutela, por lo cual el amparo invocado resulta improcedente.

- Juzgado 40 Penal del Circuito de Bogotá D.C.: comunica que no adelanta proceso alguno en contra de ninguno de los accionantes; asimismo, frente a las pretensiones especificas consignadas en el libelo de la tutela, se aclara que ninguna injerencia para su resolución tiene ese despacho, por lo cual solicita se declare su improcedencia y como consecuencia se desvincule de esta tutela.

- Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira (Rda.): frente a las quejas en materia de la atención en salud, es una situación que escapa al control de la judicatura, su solución corresponde a las autoridades carcelarias, y en su sentir el verdadero sentido de la tutela es atacar el Decreto 546 de 2020, el cual tildan de inconstitucional, para que se decreten con fuerza de ley diversas medias que enlistan en su acción. Respecto a ese particular señala que la tutela no cumple con los requisitos de procedibilidad, por tratarse de una tutela contra actos de carácter general, impersonal y abstracto, pues si bien hacen alusión al hacinamiento y deficiencias en salud, ello solo sirve de preámbulo para atacar por medio de la tutela el aludido Decreto, el cual tiene control automático de constitucionalidad, por lo cual no se puede ingresar en el juego que plantea la demanda de siquiera estudiar de fondo la posibilidad de ordenar que “se decreten con fuerza de Ley diversas medias”, como quiera que la Rama Judicial no puede invadir las facultades de iniciativa y poder de configuración legislativa en estados de excepción, que están en cabeza del ejecutivo. Así mismo, a los jueces les corresponde aplicar en cada caso concreto las disposiciones adoptadas y por vía de control de excepción, solucionar dichas controversias cuando el desafuero es tan evidente que vaya en contra de mínimos irreductibles y mandatos de optimización. Agrega que lo pedido por los actores no puede ser atendido, por cuanto los jueces están obligados a atender la legislación vigente, so pena de incumplir con lo que la sociedad espera de cada uno de ellos. Solicita se declare la improcedente de la acción. 

- Juzgado 3º Penal del Circuito de Barranquilla (Atl.): expone que frente a la solicitud de los accionantes para que se decreten con fuerza de ley diversas medidas,  la misma debe ser denegada, al no ser de competencia del juez de conocimiento en tanto su función se circunscribe a aplicar la ley, a interpretarla y no a crearla, esto es, no pueden actuar como legisladores, quienes son los encargados de la creación de la norma y por tanto  tienen la facultad  de establecer o fijar los requisitos para otorgar los subrogados penales; ello implica que crear requisitos adicionales o nuevos le está vedado al juez de conocimiento, y solo mientras dichos requisitos sean cambiados por una ley que así lo disponga, podrá accederse a las pretensiones de los hoy accionantes, y si el juez se aparta de la aplicación de la ley o de la norma penal, incurre en delito. Aduce además que frente a la suspensión de términos o creación de juzgados, ello es competencia del Consejo Superior de la Judicatura, y por ende la tutela carece de procedibilidad, por lo cual debe negarse al no vulnerar derechos fundamentales.

- Juzgado Penal del Circuito de Sahagún (Cór.): comunica que no se vislumbra afectación de derecho fundamental alguno.

3)- Por parte de los Juzgados Penales Municipales y Promiscuos Municipales con función de conocimiento:

- Juzgado Promiscuo Municipal de El Roble (S.): advierte que los accionantes se encuentran recluidos en la cárcel de Pereira, sin que allí obre causa en contra de alguno de ellos, ni existe petición alguna por resolver como juez de control de garantías, ni se les ha enviado listado por parte del  dicho Establecimiento Penitenciario para resolver acerca de la prisión domiciliaria o detención domiciliaria transitorias conforme el Decreto 546 de 2020, por lo cual ese despacho carece de competencia para definir la situación jurídica de estos. Así mismo y como quiera que los actores pretenden que se decrete con fuerza de ley algunas medidas en el marco de la Emergencia Ecológica, Social y Económica determinada por el Gobierno Nacional, y que se deje sin efectos el artículo 6 de dicha normativa, el juzgado carece de facultades legales para expedir decretos legislativos y para decidir acerca de la constitucionalidad de dicho Decreto, en tanto ello está reservado, en su orden al Presidente de la República y a la Corte Constitucional, acorde con el art. 215 Superior, por lo cual pide su desvinculación.

- Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Saldaña (Tol.): estima que la tutela se torna improcedente, por falta de legitimación en la causa por activa y por pasiva, ya que los mismos no actúan como representantes o agentes oficiosos de terceras personas, ni se advierte relación de dicho despacho frente a la presunta vulneración de derechos, por lo cual se opone a la prosperidad de la tutela, ya que sus inconformidades corresponden a medidas adoptadas por las autoridades competentes, y debe ser por otro tipo de procedimientos que se controviertan, como quiera que la tutela no es el medio expedito, y las solicitudes de libertad que quieran realizar deben presentarla al respectivo despacho judicial.

- Juzgados 2º y 3º Promiscuo Municipal del Líbano (Tol.): revisados los libros del despacho, no se encontró que alguno de los acá accionantes haya sido condenado o adelantado proceso por cuenta de este juzgado.

- Juzgado Primero Penal Municipal de Bello (Ant.): informa que la situación derivada de la pandemia del Covid-19 reviste características preocupantes, sin que sea un secreto que la misma pone en riesgo la salubridad de los establecimientos carcelarios y por ende la salud de quienes allí se encuentran recluidos, y por ello las medidas adoptadas por el Gobierno Nacional que van encaminadas a menguar el grave hacinamiento que presentan las cárceles y en pro de un mejor control epidemiológico y de prevención, no deben ser tomadas como un instrumento para deslegitimar la administración de justicia y la aplicación ponderada de la Ley. Esgrime además que en este caso no existe legitimación por pasiva, pues frente a ese despacho no existe solicitud por parte de ninguno de los accionantes, por lo cual pide su desvinculación o que sea despachada de manera desfavorable la tutela.

- Juzgado Primero Penal Municipal de Itagüí (Ant.): ninguno de los detenidos se encuentran a órdenes de ese despacho, por lo cual  les resulta imposible determinar si procede o no la solicitud impetrada por los privados de la libertad.   

- Juzgado 23 Penal Municipal de Medellín (Ant.): se indica que desconoce si alguno de los accionantes está detenido por cuenta de ese despacho, pero tampoco les ha llegado solicitud alguna de los internos de dicho establecimiento para que se les otorgue la detención domiciliaria, específicamente en cuanto a los condenados que estuvieren en trámite de ejecutoria la sentencia. Por lo demás, expone que cualquier solicitud debe realizarse al interior del proceso por cada procesado. 

- Juzgado 1º Penal Municipal de Bogotá D.C.: comunica que carece de competencia para  atender las pretensiones de los accionante, al no estar en cabeza suya la emisión de decretos de ley que modifiquen las exigencias para evaluar las solicitudes de subrogados penales fijados actualmente por el legislador, ni mucho menos le corresponde ordenar la libertad de las persona privadas de la libertad en el Establecimiento Carcelario La 40 de Pereira, entre muchas otras de las tantas peticiones de los accionantes, por cuanto se trata de una atribución ajena a un fallador en el área penal, por lo cual existe falta de legitimación en la causa por pasiva, y por ende pide su desvinculación.

- Juzgado 2º Promiscuo Municipal de Girón (Sder.): la única función del Despacho es la que tiene que ver con Despachos comisorios, y revisado en lo que va del año no se han recibido por reparto alguna que tenga que ver con los accionantes, y por ello igualmente solicita su desvinculación.

- Juzgado 2º. Promiscuo Municipal de La Tebaida (Q.): los hechos de la tutela tocan sobre la pandemia por Covid-19 y la normativa especial expedida para su manejo por parte de las autoridades administrativas colombianas, sin que ninguna vulneración a los derechos de los accionantes se haya dado por ese juzgado. Estima además que el amparo no es procedente en tanto el objetivo principal es lograr mediante la vía de la tutela que el Gobierno Nacional adopte o modifique mediante Decretos Legislativos las medidas pedidas por estos, situación que es de competencia exclusiva del Presidente de la República y todos sus ministros y de la Corte Constitucional, amén del control automático que ejerce. Sin desconocer que conforme al numeral 5º del artículo 6º del Decreto 2591 la tutela no procede contra ningún acto de carácter general y abstracto, por lo cualno es viable para cualquier intervención sobre dichos actos, máxime que es la misma Constitución la que habilita el medio de control judicial. Esgrime que con esta tutela se sugiere una intervención no autorizada de la judicatura en las facultades del Gobierno Nacional que colisionaría al tiempo con el control automático de constitucionalidad que se surte en estos momentos y que incluso ameritaría la vinculación de la Corte Constitucional. No obstante, señala que la tutela es improcedente por la clase de orden que se pretende para materializar el amparo, lo que deja sin radio de acción al juez de tutela.

- Juzgado 2º Promiscuo Municipal de Montenegro (Q.):argumentaque no se observa que por parte del despacho se haya vulnerado derecho fundamental alguno de los accionantes, sin que a la fecha cuente con solicitudes pendientes de resolver y que puedan llegar a implicar la libertad de accionantes. Añade que en la tutela se elevan pretensiones que son de competencia del legislador, y que por ende escapan de su competencia. Pide se declare improcedente el amparo por falta de legitimación.

-  Juzgado Promiscuo Municipal de Timaná (H.): Los jueces no tienen facultad para emitir decretos con fuerza de ley, ni ordenar nada en el tema de competencia interna de los establecimientos carcelarios, amén de los reglamentos existentes, como tampoco atender lo relativo a suspensión de términos. Así que de existir defectos en la norma, ello le corresponde corregirlo al órgano que la emitió o a la Corte Constitucional. Pide se declare improcedente la tutela.

- Juzgado 8º Penal Municipal de Bogotá D.C.: no obstante la situación expuesta en la tutela, la misma no está instituida para obtener un beneficio colectivo a favor de la mayor parte de privados de la libertad de un penal, ello para significar que cada caso, sean procesados o sentenciados, debe ser analizado de manera separada para verificar la procedencia o no de sus pretensiones, previa las solicitudes que eleven a cada despacho que conozca de la actuación en sede de conocimiento o Ejecución de Penas o Medidas de Seguridad. Pide la desvinculación.

- Juzgados 1º. Penal Municipal de Villahermosa (Tol.) y 1º. Penal Municipal de Tunja (Boy.): se informa al unísono que en esos despachos no cursa proceso alguno en contra de los accionantes.

- Juzgado 5º Penal Municipal de La Dorada (Cdas.): ese despacho no tiene a la fecha trámite alguno relacionado con los hechos y pretensiones de la tutela, pero se acatará la decisión que en el presente asunto se adopte.

- Juzgado 7º Penal Municipal de Popayán (Cauca): la crisis por la pandemia del Covid-19 tiene incalculables consecuencias, no solo a nivel económico, sino social y la eficacia de derechos frente a grupos vulnerables, por lo cual la Alta Comisionada para los Derechos Humanos de la ONU pidió que se tomaran medidas para proteger la salud de los internos. Existen varios instrumentos internacionales que debe adoptar el Gobierno con el fin de evitar la afectación de derechos de las personas privadas de la libertad, aunque resalta que ninguna de estos ordena la libertad, y por el contrario conmina a los Estados a salvaguardar los derechos de los internos, al no desconocerse la situación de hacinamiento y crisis penitenciaria desde hace varios años. Solicita su desvinculación.

- Juzgado Promiscuo Municipal de Tiribita(C/marca.):en la tutela no se expone ningún acto u omisión por medio de la cual se le haya vulnerado o amenazado los derechos por ellos deprecados atribuible a ese juzgado. Sumado a lo anterior, se resalta que en este Despacho ninguno de los procesos penales en curso se adelanta contra alguno de los actores, incluso en la actualidad no se sigue ningún proceso con persona privada de la libertad y tampoco se han recibido solicitudes de excarcelación tramitadas por el INPEC en el marco del Decreto 546 de 2020.  Pide su desvinculación.

- Juzgado Promiscuo Municipal de Valparaiso (Caq.): se informa que en ese despacho no cursa ningún proceso penal, tutela o audiencia control de garantías, en contra de los accionantes. Pide su desvinculación.

- Juzgado 2º Promiscuo Municipal de Corozal (S.): se señala que a raíz del padecimiento por el padecimiento del virus Covid-19, el Estado Colombiano ha tomado medidas para contribuir a su eliminación del territorio Nacional, y el Presidente de la República, en uso de las facultades constitucionales declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio Colombiano, e igualmente expidió el Decreto 546 de 2020 que establece pautas para descongestionar las cárceles de Colombia y evitar que el virus llegue a este tipo de población. Aunque los accionantes por vía de la acción de tutela buscan que se dejen sin efecto apartes de dicho Decreto, este no es el mecanismo idóneo para ello, en tanto el mismo tiene un control automático por parte de la Corte Constitucional y por ello esta tutela no pretender reemplazar a la máxima autoridad Constitucional. Adicionalmente, el acuerdo expedido por el Consejo Superior, debe ser objeto del medio de control de nulidad por inconstitucionalidad, que es de competencia del Consejo de Estado y no del Juez de Tutela. De igual manera, las audiencias con las PPL se han garantizado e igualmente el acceso a la administración de justicia.

- Juzgado Promiscuo Municipal de Paya (Boy.): de la petición de tutelase observa que piden que el Gobierno expida una nueva reglamentación, pero la misma ya fue reglada mediante la expedición del Decreto 546 de 2020, con las excepciones allí contenidas, por lo cual estima que ya se emitió normativa sobre esta compleja situación. Por parte de ese despacho no se ha vulnerado derecho fundamental alguno, y por demás será la Corte Constitucional quien determine si las disposiciones del Decreto fruto de debate violenta la Carta Magna y los derechos presuntamente trasgredidos. Igualmente asevera que su labor depende del trámite impartido por el INPEC,y está presto a adelantar las eventuales peticiones de libertad de quienes cumplan los criterios legalmente establecidos.

- Juzgado Promiscuo Municipal de Guayatá (Boy.): el despacho carece de legitimación en la causa por pasiva al no corresponderle ampliar la cobertura de la excarcelación regulada por el Gobierno Nacional en el marco del estado de emergencia actual, ni tampoco atender las demás peticiones elevadas en la tutela. Pide su desvinculación porque a la fecha no ha recibido ninguna solicitud de excarcelación con fundamento en el Decreto 546 de 2020 en cuestión.

- Juzgado 26 Penal Municipal de Bogotá D.C.: las solicitudes de la tutela no van dirigidas a esta dependencia, y por demás no es de su competencia atender lo allí pretendido, por lo cual no se ha vulnerado derecho alguno de los demandantes. Pide su desvinculación.

- Juzgado 2º Penal Municipal de Bucaramanga (Sder.): se informa que ha realizado audiencias virtuales con personas privadas de su libertad, se han respetado los términos procesales y salvaguardado los derechos y garantías de los intervinientes. En los demás aspectos de la tutela carece de competencia.

- Juzgado 46 Penal Municipal de Medellín (Ant.): se expone que no tienen en la actualidad ningún proceso con persona privada de la libertad en el Establecimiento Carcelario de Pereira, y por ende carece de información relevante que pueda ser de ayuda en la solución de la acción de tutela de la referencia.

- Juzgado 1º Penal Municipal de Ipiales (N.): luego de hacer alusión en extenso a lo que fue materia de tutela, y a lo pretendido por los accionante, señala, entre otros aspectos, que lo pedido por los mismos es un tema materia de discusión al interior de cada proceso o de cada audiencia preliminar, y el debate por vía de recursos ordinarios debe suscitarse en tales espacios, frente a lo cual la tutela resulta improcedente por la existencia de un mecanismo judicial legal, como igualmente la aplicación de las medidas contenidas en el Decreto Legislativo 546 de 2020. Aduce que es un hecho notorio la situación apremiante de los internos del país frente al coronavirus, y que el hacinamiento carcelario ha dado lugar a la intervención de la Corte Constitucional la cual ha declarado reiteradamente el “estado de cosas inconstitucional” en el sistema carcelario colombiano; sin embargo, los temas planteados en la tutela deben resolverse a la luz del principio de la división de los poderes públicos, de suerte que a la Rama Judicial le compete exclusivamente la aplicación de la ley penal con criterio pro homine, con respeto por el principio de legalidad, la Constitución Política y el bloque de constitucionalidad. Se refiere de manera pormenorizada a cada una de las pretensiones reclamadas por los accionantes, y solicita finalmente se declare improcedente la tutela impetrada frente a ese despacho al no afectar derechos fundamentales.

- Juzgado 2º Promiscuo Municipal de Anserma (Cdas.): en momento alguno se ha incurrido en vulneración de los derechos fundamentales incoados por los accionantes, en tanto se ha dado aplicación a las disposiciones emitidas por el Gobierno Nacional a raíz de la emergencia sanitaria ocasionada por el Covid-19, y de existir algún tipo de afectación no ha sido cometida por ese despacho.

- Juzgado 2º Penal Municipal de SantaMarta (Mag.): expone que todos los accionantes que reclaman sus derechos se encuentran afectados de su libertad por decisiones proferidas por funcionarios judiciales del Distrito Judicial de Pereira, y es allí donde resolverse su situación jurídica, así como también la presente acción constitucional. Y si bien pareciera que los actores hablan en nombre de todos los privados de la libertad a nivel nacional, ello carece de lógica. Esgrime que en ese despacho no se ha recibido solicitud de sustitución de medida de aseguramiento privativa de la libertad intramuros por domiciliaria como lo contempla el Decreto expedido por el Gobierno Nacional, y de presentarse sólo sería por asunto de nuestra competencia en esta jurisdicción. Pide su desvinculación de la presente tutela.

- Juzgado 2º Penal Municipal de Florida (V.): indica que no ha conocido ningún tipo de solicitud en relación con los hechos planteados en la tutela, y no es posible verificar lo planteado por vía de tutela al existir otros medios de defensa judicial, en tanto la misma solo procede de manera subsidiaria y ante la existencia de otros mecanismos de defensa; por ello considera que no puede despacharse favorablemente lo pedido.

- Juzgado Promiscuo Municipal de Belalcázar (Cdas.): en ese despacho no se ha incurrido en una acción u omisión que vulnere los derechos fundamentales invocados por las personas privadas de la libertad que se encuentran recluidas en la cárcel de Pereira, como quiera que sus pretensiones reflejan su disconformidad, entre otras cuestiones, con las medidas adoptadas a través del Decreto legislativo No. 546 de 2020, por lo cual piden la supresión de uno de los requisitos para acceder a los subrogados penales y mecanismos sustitutivos y otra suerte de situaciones para las que este Despacho no tiene competencia, al no ser el encargado de la expedición de normas con fuerza de Ley. A idéntica conclusión arriba en cuanto a las demás pretensiones incoadas, dado que se atacan actos administrativos y que se realicen ciertas actuaciones que le corresponde realizar a otras entidades. 

4)- Por parte de los Juzgados Penales y Promiscuos Municipales con función de control de garantías -en adelante PMCG-:

- Juzgado 9º PMCG de Medellín (Ant.): dentro del cumplimiento de sus funciones legales y constitucionales se encuentra imposibilitado para satisfacer todas y cada una de las peticiones de los actores por tratarse de asuntos que deben ser resueltos por entidades diferentes. Respecto a la suspensión de términos judiciales decretada por el Consejo Superior de la Judicatura mediante el Acuerdo PCSJA2D-11517 del 15 de marzo de 2020, es importante resaltar que esta no ha afectado la realización de audiencias en sede de control de garantías, a raíz de las excepciones allí contempladas. Estima que ese Juzgado no ha vulnerado derecho fundamental a ninguno de los accionantes, y pide se niegue la tutela.

- Juzgado 25 PMCG de Cali (Ant.): argumenta que de lo referido en la tutela la inconformidad de los accionantes se circunscribe a las condiciones en las cuales se encuentran privados de la libertad actualmente, mismas que consideran no son acordes con el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica decretado en todo el territorio nacional, con ocasión de la enfermedad denominada Covid-19, ni con lo dispuesto por la Presidencia de la República en el Decreto Legislativo 546 de 2020, así como los requisitos consignados en normas que regulan los subrogados penales. Al respecto señala que las muchas pretensiones elevadas por los accionantes son situaciones sobre las cuales carece de injerencia ni es competente para emitir ningún tipo de decisión. Pide su desvinculación.

- Juzgado 73 PMCG de Bogotá D.C.: corroborado el libelo de demanda de tutela se advierte que la misma fue impetrada por 980 ciudadanos que se encuentran privados de su libertad en el Establecimiento Carcelario de Varones de Pereira, y frente a lo pretendido por estos ese despacho carece de competencia para resolver lo pedido, toda vez que por su naturaleza le competente a otras autoridades. Igualmente señala que a la fecha no ha recibido solicitud de audiencia alguna en virtud del Decreto Legislativo 546 de 2020, y considera en consecuencia que no ha incurrido en conducta u omisión de la cual predicar vulneración a los derechos fundamentales de los actores, y por ello solicita su desvinculación.

- Juzgado 24 PMCG de Bogotá D.C.: ese  despacho no le corresponde resolver sobre las pretensiones de los accionantes en punto a la actual problemática por la pandemia del Coronavirus, toda vez que el Decreto 546 de 2020 es claro en contemplar el procedimiento y los requisitos específicos que se deben cumplir para dar trámite a la solicitud y determinar la viabilidad de conceder la prisión o detención domiciliaria transitoria, sin que les sea dable que por medio de la tutela se pretermitan tales instancias, máxime que la Judicatura está llamada a atender las solicitudes que eleve la población privada de la libertad, conforme el procedimiento legal previstos, con rigurosa observancia de la normatividad vigente, y no está facultada para dar una aplicación contraria a derecho sobre los mandatos que regulan nuestras funciones legales y constitucionales.

- Juzgado 7º PMCG de Medellín (Ant.): al analizar la tutela, en efecto para nadie es un secreto que existe hacinamiento carcelario, y que igualmente se trata de un grave problema cuya solución no está al alcance de esos despachos judiciales. En lo atinente a ese Juzgado ninguna responsabilidad tiene en el asunto de la referencia, como se aprecia claramente de los hechos narrados por los demandantes, y por ende no existe legitimación en la causa por pasivas. Estima que lo planteado por los actores hace referencia a asuntos que únicamente puede resolver el Estado Colombiano a través de políticas criminales adecuadas, de la creación de centros de reclusión que permitan descongestionar a los ya existentes, tema que los diferentes Ministros de Justicia han tratado, pero que no se concretan. Pidese niegue la tutela.

- Juzgado 80 PMCG de Bogotá D.C.: de los hechos y pretensiones invocados en el escrito de tutela no se evidencia que los mismos se encaminen a la realización de audiencias preliminares propias adelantadas por ese despacho, por lo cual no advierte clara la solicitud que le fuera realizada.

- Juzgado 2º PMCG de Piedecuesta (Sder.): revisados los libros del despacho no encontró ninguna solicitud pendiente por realizar en relación con los accionantes, y por ende al no evidenciarse vulneración de sus derechos fundamentales pide su desvinculación, máxime que sus pretensiones escapan de la competencia de los jueces con funciones de control de garantías.

- Juzgado 70 PMCG de Bogotá D.C.: ese juzgado no tiene injerencia y/o competencia alguna respecto de las pretensiones que esbozan los accionantes, así las cosas, no existe un actuar u omisión de ese despacho de donde se desprenda la afectación anunciada por los quejosos, máxime que a la fecha no le ha sido asignada solicitud de sustitución y/o revocatoria de medida de aseguramiento, ni asunto alguno referenciado en el libelo introductor. Aduce además que las labores que a ese despacho le han sido encomendadas por la Constitución, Ley y actos administrativos, se realizan dentro del marco de la legislación vigente y jurisprudencia aplicable a cada caso asignado. Solicita su desvinculación.

- Juzgado Promiscuo PMCG de La Playa (Nte. Sder.): por parte de ese despacho no se ha vulnerado ninguno de los derechos cuya protección solicitan, toda vez que dentro de sus funciones no se encuentra la de resolver solicitudes tendientes a la excarcelación de personas condenadas y que cumplen pena en establecimiento carcelario, lo cual le compete a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, y por ende ello escapa de su competencia. Agrega, que a la fecha no ha recibido solicitud al respecto por parte de los aquí accionantes y pide que se niegue el amparo al no trasgredir derechos fundamentales.

- Juzgado Promiscuo PMCG de Marsella (Rda.): no se ha incurrido en violación de derecho fundamental alguno, y las pretensiones plasmadas por los accionantes en el libelo se refieren a asuntos que competen al Gobierno Nacional y otras autoridades diferentes a los despachos judiciales, comoquiera que lo que se persigue es que dentro del marco de la Emergencia Económica, Social y Ecológica actual originada por la pandemia del Covid-19, se decreten con fuerza de ley una pluralidad de medidas que mejoren la situación de hacinamiento al interior de los establecimientos carcelarios del país. Así mismo, a la fecha no ha sido asignado asunto alguno relacionado con el trámite contemplado en el Decreto 546 de 2020, aunque luego de la declaratoria de Emergencia ha realizado 21 audiencias virtuales de control de garantías, y en atención a la pandemia y las condiciones actuales por el hacinamiento carcelario, en ningún caso se ha impuesto medida de aseguramiento privativa de la libertad.

- Juzgado 33 PMCG de Bogotá D.C.: en relación con lo pedido por los accionantes, que el Gobierno Nacional expidió el Decreto 546 de 2020, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, y conforme con el mismo y las normas penales aplicables, la competencia de los juzgados con función de control de garantías recae respecto de las personas que tienen medida de detención preventiva en centros de detención transitoria o establecimientos carcelarios, en atención el ámbito de aplicación y las exclusiones allí insertas. A la fecha, no le ha sido radicada solicitud alguna al respecto y como las situaciones expuestas por los accionantes no son atribuibles a ese juzgado, ni se demostró transgresión alguna a derechos fundamentales, solicita sedeniegue el amparo.

- Juzgado Promiscuo PMCG de Ulloa (V.): a la fecha no se ha presentado solicitud alguna que involucre a los demandantes y que deba ser resuelto por este juzgado con funciones de control de garantías, por lo cual no ha vulnerado los derechos invocados por los accionantes, y por ello pide su desvinculación.

- Juzgado 3º PMCG Ambulante de Antioquia: al analizar cada uno de los hechos narrados por los accionantes dentro del escrito de tutela, se encuentra que ninguno se refiere a actuaciones surtidas por ese despacho, por lo cual no se puede predicar quebrantamiento de derechos fundamentales.

- Juzgado 3º PMCG de Valledupar (C.): a la fecha no ha recibido solicitud alguna por parte de uno o varios ciudadanos de la población carcelaria de la ciudad de Pereira, ni le ha sido asignado el conocimiento de alguna audiencia preliminar a favor de los hoy accionantes. Agrega además que lo pretendido por los mismos desbordan el campo de acción de ese despacho, al estar encaminadas a modificación del marco legal vigente que regula la situación jurídica de las personas privadas de la libertad en el territorio Colombiano, y a la expedición de actos administrativos con fuerza de ley por parte del ejecutivo del orden Nacional, por lo cual la tutela se torna improcedente toda vez que los jueces en sus providencias solo están sometidos al imperio de la Constitución y la  Ley, en tanto la creación de las leyes corresponde formalmente a la rama legislativa y excepcionalmente cuando el poder ejecutivo ostente transitoriamente la potestad de emitir decretos con fuerza de ley. Pide su desvinculación.

- Juzgado 37 PMCG de Cali (V.): no han adelantado trámite judicial alguno en contra de los accionantes y por ello no es competente para pronunciarse en relación con sus pretensiones, máxime que son temas que le corresponde dilucidar al ejecutivo que profirió el Decreto 546 de 2020. Solicita su desvinculación.

- Juzgado 2º Promiscuo PMCG de Aguazul (Cas.): luego de la expedición del Decreto 457 de marzo 22 de 2020, expedido en virtud de la Emergencia Sanitaria generada por el Covid-19, ninguna de las autoridades accionadas ha emitido orden concreta dirigida a los juzgados con función de control de garantías, relacionadas con el proceso de excarcelación, sin embargo está atento para atender cualquier requerimiento al respecto. En cuanto a la tutela, señala que esta se interpuso exclusivamente por los internos de la cárcel de Pereira, y no es del resorte de ese despacho conocer de los asuntos relacionados con los mismos, por lo cual no se le puede atribuir responsabilidad. Pide se niegue la tutela al no existir vulneración de derechos fundamentales, ni concurrir un perjuicio irremediable, y se disponga su desvinculación.

- Juzgado 52 PMCG de Bogotá D.C.: se indica que una vez analizados los argumentos y pretensiones contenidos en el escrito de tutela, ese despacho no ha recibido solicitud alguna por parte de los accionantes, e igualmente carece de competencia para resolver lo que piden. Solicita su desvinculación.

- Juzgado Promiscuo PMCG de Litoral del San Juan, Santa Genoveva de Docordó (Ch.): se manifiesta que ese despacho no ha tramitado solicitudes de excarcelación tramitadas por el INPEC en el marco del Decreto 546 del 14 de abril de 2020.

- Juzgado 26 PMCG de Bogotá D.C.: luego de analizar la tutela y lo pretendido por los accionantes, concluye que existe falta de legitimación en la causa, toda vez que lo reclamado por los mismos va encaminado a la creación y derogación de normas y la solución a dicho petitum no se encuentra en cabeza de los Juzgados Penales al no contar con la facultad de legislar, ya que dicha responsabilidad recae en la rama legislativa, específicamente en el Congreso y en el Presidente quien se encuentra facultado para expedir Decretos con fuerza de ley durante los estados de excepción, al ser la Corte Constitucional quien realiza el control constitucionalidad respecto de las normas, leyes o decretos que se dicten en el interior de nuestro ordenamiento jurídico. Pide que se declare la improcedencia la tutela al no existir vulneración de derechos fundamentales.

-Juzgado 47 PMCG de Medellín (Ant.): ese despacho no es competente para satisfacer las pretensiones de los actores, ante lo cual se presenta la falta de legitimación en la causa por pasiva, y solicita su desvinculación al no haber adelantado actos que amenacen o afecten de algún modo a los reclusos accionantes.

- Juzgado 1º PMCG para Adolescentes de Tunja (Boy.): no se evidencia dentro de los ítems de la tutela solicitud alguna contenida respecto de la especialidad de este despacho, máxime que todos las peticiones van encaminadas a la protección de derechos de índole fundamental de personas en condición de privación de la Libertad y por ende la vinculación que se efectúa se entendería que corresponde a sistema penal acusatorio de adultos, amén que el sistema de responsabilidad Penal de Adolescentes cuenta con una diferenciación clara en cuanto la Ley 1098 de 2006 establece una finalidad concreta para el sistema aplicable a Adolescentes que cometan delitos contenidos en el Código penal y los cuales son objeto de imposición de SANCIONES y no de penas. Agrega que en este caso se configura una falta de legitimación en la causa por pasiva respecto de los Juzgados Penales para Adolescentes con función de control de garantías del país y una inexistencia de derecho vulnerado con respecto de las personas en condición de privación de la libertad que acuden a esta vía.

- Juzgado 6º PMCG de Ibagué (Tol.): se dice que lo pretendido por los accionantes hace alusión a la expedición del Decreto Legislativo 546 de 2020, quienes atacan concretamente a los autores de la mencionada normativa y piden que se adopten de manera urgente las medidas y modificaciones a la Ley, frente a lo cual señala que ese juzgado no tiene ninguna injerencia en la creación o modificación de las leyes en este país, al ser ello del resorte del Presidente de la República y el  Congreso, quienes cumplen dichas funciones. Agrega que por parte de ese despacho y en lo atinente al derecho a la libertad de los procesados, todas las solicitudes se han tramitado y resuelto en debida forma y dentro de los términos exigidos por la ley. Corresponde al Presidente de la República, de sus Ministros y el Congreso de la República, dar solución a los problemas que persisten en los Centros Penitenciarios y Carcelarios del país, y estima que por parte de ese juzgado no se han quebrantado derechos fundamentales y por ende no se le pude endilgar responsabilidad alguna.

- Juzgado 18 PMCG de Cali (V.): aduce que al revisar el escrito de tutela advierte que ese despacho no tiene facultad ni competencia alguna para resolver lo pretendido por los mismos, y por ende no ha vulnerado derechos fundamentales, ante lo cual solicita se declare improcedente el amparo por falta de legitimación en la causa por pasiva.

5)- Por parte de otros despachos no vinculados a la acción de tutela:

- Juzgado Coordinador del Centro de Servicios Judiciales de Cúcuta (Nte. Sder.):se esgrime que no cuenta con información relativa a procesos que se adelanten en ciudad diferente a Cúcuta, y señala ante qué despachos debe acudirse para conocer quién adelantó las actuaciones, máxime que por la amplitud de datos solicitados no es posible atender dicho requerimiento. Además de hacer alusión al Decreto 546 de 2020, indica que al analizar lo expuesto por la parte actora no mencionan o anexan copia de recibo del escrito del que aquejen falta de respuesta, o trámite alguno para poder hacer el seguimiento respectivo, ni se menciona de qué forma estas oficinas han vulnerado los derechos que en su escrito reclama. Pide su desvinculación la tutela al no afectar derechos fundamentales.

- El Presidente del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá D.C,: solicita la desvinculación de esa Corporación, y señala que mediante el Decreto 546 del 14 de abril de 2020, expedido por el Gobierno Nacional, se adoptaron medidas para sustituir la pena de prisión y la medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimientos penitenciarios y carcelarios por la prisión domiciliaria y la detención domiciliaria transitorias en el lugar de residencia, a personas que se encuentran en situación de mayor vulnerabilidad frente al Covid-19, así como otras medidas para combatir el hacinamiento carcelario a efectos de prevenir y mitigar el riesgo de propagación en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica. Así mismo, el Consejo Superior de la Judicatura contemplóun protocolo operativo para el envío por parte del INPEC de las solicitudes de detención y prisión domiciliarias transitorias, y dicho Consejo Seccional ha estado atento a las actuales circunstancias y se atendió con prontitud el requerimiento de notificación de la tutela elevada por la Sala. Por consiguiente, al no haber incurrido en violación de los derechos fundamentales alegados solicita su desvinculación de esta tutela.

- Juzgado 42 de pequeñas causas y competencia múltiple de Bogotá D.C.: luego de hacer alusión a algunos aspectos inherentes a lo que fue materia de tutela, señala que si bien ese despacho no actúa como accionado ni vinculado dentro de la acción constitucional de la referencia, se pronunciacomo formalidad al haber recibido la comunicación de esta Corporación, y en ese sentido asegura que ese despacho es ajeno a las pretensiones de la demanda, como también lo es para el efecto de modificación, adición o regulación de medidas tomadas por el Gobierno Nacional a través de los respectivos actos, leyes y decretos que son de competencia de la Rama Legislativa.

- Juzgado Coordinador del Sistema Penal Acusatorio de Bucaramanga (Stder.): luego de hacer referencia a la política criminal del Estado, manifiesta que ante la situación derivada de la pandemia del Covid-19, el Estado emitió una serie de medidas tendientes a disminuir el nivel de hacinamiento, incluidas en el Decreto 546 de 2020, y por ende resulta descontextualizado lo pedido por los accionantes, al reclamar el reconocimiento de beneficios de manera indiscriminada. En relación con el aludido Decreto dicho Centro de Servicios ha implementado los medios virtuales para realizar audiencias con detenido, con resultados positivos, y las pretensiones de los tutelantes no obedecen a medidas temporales, por el contrario, reclaman el acceso a beneficios a los cuales no tienen derecho por la gravedad de sus conductas. Pide se declare improcedente la tutela o en su defecto su desvinculación del trámite.

- Juzgado Primero Administrativo de Barranquilla (Atl.): indicóque de conformidad conlas competencias determinadas por el legislador, no conoce de ninguno de los asuntos que motivó la acción de tutela referenciada, en tanto que este despacho judicial no es un juzgado penal o de ejecución de penas. Por consiguiente pide su desvinculación.

- Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Valle: se pide su desvinculación de este trámite en tanto ninguno de los actos que presuntamente han dado lugar a la conculcación de derechos fundamentales, han tenido origen en acción u omisión de dicha Corporación, ni son competentes para atender las pretensiones de los accionantes, por lo cual no les asiste legitimación en la causa por pasiva. No obstante, en caso de no admitirse tal pedimento, pide se declare improcedente la tutela al no cumplir el requisito de subsidiariedad y por dirigirse a cuestionar o solicitar la modificación de actos de carácter general, impersonales y abstractos, como son los Actos del Gobierno Central y de los Consejos Superiores y Seccionales de la Judicatura, lo que a todas luces desnaturaliza la petición de amparo.

- Sala De Extinción de Dominio del Tribunal Superior de Bogotá D.C.: al revisar su sistema de consulta, dicha Sala no conoce de algún asunto relacionado con el presente trámite de tutela.

-Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior de Bucaramanga (Sder.): de la lectura del escrito de tutela observa que ninguna acción u omisión se imputa por los actores a la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior de ese Distrito Judicial, como violatoria de sus derechos fundamentales, y si bien ese despacho cumple una función de control de garantías, y de ello deviene el traslado de la acción de tutela, su competencia se circunscribe al trámite de los procesos regidos por la Ley 975 de 2005 o de Justicia Transicional, procesos que no fueron cobijados por el trámite contemplado en el Decreto Legislativo 546 del 14 de abril de 2020 expedido por la Presidencia de la República. Ala fecha ninguno de los postulados a su cargo ha manifestado vulneración de sus derechos fundamentales, ni ha hecho petición alguna a ese respecto, por lo cual no se encuentra pendiente de resolver ninguna acción o trámite relacionado. Pide en consecuencia se niegue la tutela.

- Juzgado Coordinador del Sistema Penal Acusatorio de Granada (M.):  expresa que las pretensiones de los accionantes van dirigidas a que se ordene al Presidente de la República emitir Decretos con fuerza de Ley en materia Penal y/o para que el Consejo Superior de la Judicatura adecúe los medios necesarios para el funcionamiento del Sistema Acusatorio de manera virtual en todos los despachos judiciales del país, mas no frente a ese Centro de Servicios Judiciales o los Juzgados 1º y 2º Promiscuo Municipal de Granada. Agrega que a la fecha los referidos juzgados no tienen pendiente solicitud alguna de persona privada de la libertad en el Establecimiento Carcelario de Pereira, y por ende pide su desvinculación de esta tutela al no vulnerar derechos fundamentales.

6)- Respuesta allegada de manera extemporánea:

- El Coordinador del grupo de defensa y representación de la oficina jurídica de la Defensoría del Pueblo de Bogotá D.C.: reitera casi en su integridad la argumentación que en su momento y esa sí de manera oportuna presentó la Defensora Regional del Pueblo de Risaralda, salvo al hacer alusión a las actividades que desarrolló dicha entidad luego de lo ocurrido en marzo 21 de 2020 en las Cárceles la Picota y Modelo de Bogotá D.C.Pide su desvinculación de esta acción.

�  Si bien tanto en la tutela como en el auto admisorio se hizo alusión en total a 980 internos, una vez se efectuó una relación detallada de la totalidad de accionantes, se constató que tres de ellos plasmaron sus firmas en dos ocasiones, por lo cual la totalidad de accionantes sería de 977 -incluido el citado CARLOS HUMBERTO MARTÍNEZ-, los cuales se encuentran referidos en documento rotulado como anexo 1, que hará parte integral de esta providencia.


�  Sentencia T-313/05, entre muchas otras.


� Consultar, entre otras, las Sentencias T-500 de 1995 y T-285 de 2010.


� Sentencias SU-026 de 2012 M.P. Humberto Antonio Sierra Porto; SU-424 de 2012 Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; reiteradas en sentencia T-103 de 2014 M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 


� Sentencia T-002 de 2018.


� Sentencia T-1316 de 2001.


� Sentencia T-589 de 2011.


� Se omiten los diversos pies de página del texto transcrito, los cuales pueden ser consultados en la respectiva providencia.


� La Sala omite la transcripción de los pie de página, los que pueden ser consultados en la citada jurisprudencia.


� Sentencia T-515 de 2016.


� En similares términos a como lo hizo la Sala de Casación Penal en reciente decisión CSJ AP, 01 abr. 2020, Rad. 51142. 
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